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INTRODUCCION 

La institución de la defensa se encuentra regulada y reglamentada en todos los paises, en 

nuestro País en el artículo 20 de nuestm Carta Magna, como una garantía individual, ya 

que cualquier procesado debe estar asistido de un tercero, debidamente letrado en la 

materia, de no ser así, se tendría como una denegación absoluta de justicia, 

considerandose como actos violatorios de garantías individuales. 

La defensa es un derecho necesario que esta íntimamente ligado al derecho de libertad, 

que tiene como fin la aplicación de una nonna objetiva en un caso particular, tratando de 

esclarecer una situación incierta o controvertida pudiendo el reo a través de un defensor 

reau .. -.r un i.:onjunto de actoc; procedimentales. orientados hacía un objetivo primordial, el 

de obtener una declaración oficial, la cual deberá ser plasmada en una sentencia, 

buscando el defensor manejar las prerrogativas y facultades que otorga la ley con 

precisión y exactitud, a favor de su defendido. 



1.- EL MENOR INFRACTOR. 

1.1. DEFINICION DEL MENOR INFRACTOR. 

INTRODUCTORIO 
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CONCEPTUALIZACION DE DELINCUENCIA JUVENIL EN CONGRESOS 

INTERNACIONALES. 

Previa definición y análisis de las dos posiciones que 1ienden a definir que debe 

en1enderse por menor infrac1or, creo preciso hacer referencia a los acuerdos que se han 

llevado a caf>o en diversos paises, cuyo propósilo ha sido unificar criierios en torno a un 

concepto que es discutido; así 1enemos : 

a) En el Seminario Europeo sobre bieneSlar Social celebrado en Paris en el año 

de 1949, se concluyó que la delincuencia de menores es la culminación de una serie de 

influencias físicas, menlales, psicológicas, sociales, económicas y políticas. En este 

Seminario quedó asen1ado que los principios aplicables deben referirse a los delilos 

conlenidos en la ley penal, así como el compo11amien1n inadecuado del menor, eslo es 

las conduelas antisociales, siendo esto un e'1ado de inadaplación, lo cual genera 

probables delilos fuluros. 
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b) El Seminario Latinoamericano sohre prevención del delito y tratamiento del 

delincuente celebrado en Río de Janeiro en 1953, concluyó que: Delincuencia juvenil es 

un término técnicamente inadecuado por no reunir los elementos esenciales del concepto 

doctrinal del delito, recomendando se continuase su utilización, al reconocer que no hay 

sustitutos. 

c) El Seminario del Medio Oriente celehrado en Cairo en 1953 y el Seminario 

de Asia y el Lejano Oriente, reunidos en Rangun en 1954, expresarQn que no se deberá 

hacer ninguna diferencia entre los menores que han cometido un delito y los menores 

que presenten una conducta antisocial u otras conductas que rcquierán medidas de 

protección y reeducación. 

d) En el Seminario de las Naciones Unidas sobre tratamiento de menores 

d:lincucntc!i c:i in5"'Jtutos, rcurJdo:; en Viena en el üño de ! 954, en el cual quedó de 

manifiesto la dificultad de definir a la delincuencia juvenil, pero sf, que estos menores 

deben estar sujetos a un tratamiento adecuado, como una forma de prevenir posibles 

adultos delincuentes. 

e) El Segundo Seminario en los Estados Arabes sobre prevención y tratamiento 

del delincuente celebrado en Copcnhage en septiembre de 1959 auspiciado por Naciones 

Unidas , declaró que los términos inadaptación y delincuencia no son intercambiables; 

que el problema del menor delincuente dista del inadaptado; que por delincuencia de 
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menores debe entenderse como la comisión de actos y omi,iones que cometidos por un 

adulto, serian delitos. 

f) El Segundo Congreso de las Naciones Unida' sobre prevención del delito y 

tratamiento del delincuente, celebrado en Londres en agosto de 1960, se llegó a la 

conclusión de que el significado de delincuencia juvenil sea utilizado únicamente en que 

haya transgresiones de derecho penal; que no deben crearse nuevas formas legales de 

delito en las cuales se castiguen inadaptaciones de menores, por los cuales no se 

castigaría a los adultos. 

g) La Delegación del Reino Unido • en la primera reuruon de carJeter mundial 

celebrada por el grupo Consultivo de las Naciones Unidas en Ginebra, en 1961, opinó 

que, los fines de la prevención de la delincuencia juvenil debe abarcar también los 

síntomas de inadaptación y las condiciones de los estados predelictivos, reunión en la 

delegación de los Estados Unidos defendió la concepción amplia de delincuencia 

juvenil, que comprende también la desobediencia y falta de sumisión a la autoridad 

paterna, en tanto que Francia rechazó las cuestiones preventivas limitándose al concepto 

jurídico abstracto sobre delincuencia juvenil. Resultando evidente que en esta reunión no 

se llegó a ningún acuerdo sobre el concepto que nos ocupa. 

h) En colaboración con el Instituto de Investigación de las Naciones Unidas 

para la defensa social, los Institutos Regionales de las Naciones Unidas y la Secretaría de 

las Naciones Unidas, se formuló un proyecto de reglas mínimas uniformes formes pam la 
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administración de justicia de menores , conocidas con el nombre de "Las Reglas de 

Beijing", aprobadas el 29 de noviembre de 1985, en las cuales definieron al menor 

delincuente como: "todo niño o joven al que se ha imputado la comisión de un delito o se 

le ha considerndo culpable de la comisión de un delito". 

i) Convención llevada a cabo en Nueva York en noviembre de 1990, que 

retomando los acuerdos de la reunión denominada "Reglas de Beijing", convinieron que 

el menor delincuente, es aquel niño que es considerado acusado o declarado culpable de 

infringir las leyes penales por actos u omisiones. 

De la sfntesis de los diversos congresos a que he hecho referencia se pone de 

manifiesto la diversidad de opiniones derivadas esencialmente , de las perspectivas en las 

que se enfoca "'te problema de la delincuencia juvenil, que evidentemente no se trata de 

meras interpretaciones o imprecisiones, sino de disparidad de posiciones teóricas. 

En efecto podemos advertir que en tanto , que en el segundo Seminario de 

Estados Arabes sobre prevención y tratamiento del delincuente celebrado en Copenhage 

en 1959, el Segundo Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y 

tratamiento del delincuente celebrado en Londres en agosto de 1960, así como la última 

reunión llevada a cabo en noviembre de 1990 en Nueva York, han sido unánimes que el 

concepto de delincuento juvenil debe restringirse única y exclusivamente a las conductas 

que se adecúan a los tipos legales, excluyendo del concepto to<lo tipo de manifestaciones 

por las que no se procedería en contra de un adulto. 
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Por otr• parte, los Congresos de 1954, celebrado en Viena, el de 1949 

celebrado en Paris, el de 1953 llevado a cabo en Rfo de Janeiro, amplian el concepto de 

delincuencia juvenil, en la que no incluyen exclusivamente a los menores que inñingen 

las leyes penales, sino además consideran que deben quedar comprendidas en una 

amalgama de actos que se denominan predelincuentes y asf introducen por ejemplo los 

llamados estados de abandono, que cunsbten "su a1nplitud traduce acertadamente la 

situación de desprotección . en que se encuentra inmerso el menor cuya formación 

personal ha sido malograda o esta sometida a peligro". 

Con~tituyen los elementos de abandono, todos los factores que alteren el buen 

desarrollo tanto físico como mental del menor, considerando que el abandono no solo es 

físico o económico, también existe el moral dado que no solo es un menor abandonado 

aquél, al que no se le procura el alimento, el vestido, necesidades materiales, habitación 

e instrucción escolar, ya que también se considera en estado de abandono a aquél menor 

que se le ha negado el afecto por parte de sus tam1hares mas cercanos con quicu vive 

diariamente, los cuales generalmente son los padres y hermanos, lo que le resulta 

necesario para una evolución norma. Es importante hacer notar, que el menor 

abandonado no solo es el que sufre la ausencia del padre sino de igual forma aquel al que 

se le trata con oointerés, incomprensión, falta de comunicación entre padre e hijo. Como 

ya quedó establecido existen dos tipos de abandono el material y el moral. 

También se consideran como delincuentc'S los menores inadaptados, mismos que 

se pueden definir, "aquél que sufre choque o conflicto entre los esquemas de valores de 

la generación joven y la generación adulta". Considerando que la inadaptación incluye las 
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conductaS antisociales y además el comportamiento inadecuado u otra' conductas que 

requieran medidas de protección y reeducación, la desobediencia y la falta se sumisión a 

la autoridad paterna. 

Las posiciones a las que he hecho referencia, corresponden a la jurídica y a la 

criminológica respectivamente, mismas que a continuación conccptualizarse. 



21 

1.1.2. POSlClON CRlMlNOLOGlCA 

Desde el punto de vista criminológico. la delincuencia juvenil tiene un sentido 

amplio, puesto que se considera que tal concepto -delincuencia juvenil- comprende todo 

tipo de conductas o actividades que desarrolla el menor en intereleación con su medio 

ambiente y que al llevarlas a cabo, puede lesionar los principios de convivencia social, 

ejemplo de ello, lo representarla, la< fugas del hogar, la in¡i,,istencia a la escuela, 

desobediencia a los padres y adultos en general, vagancia, oc10. mendicidad, etcétera. así 

como los llamados e.'1ados de abandono. 

Esu posición no excluye del término "delincuencia juvenil" a los menores que 

han cometido un hecho ilícito, el cual seria acreedor a una sanción, sino que también 

comprende a los menores que cometen una serie de infracciones a las normas de 

conducta, que requieran medidas de protección y reeducación, esto representa una forma 

de prevención de posibles delincuentes al llegar a la edad adulta, ante ello, se prevé el 

que deban ser sujetos de tratamiento adecuado. 

Con respecto a los menores que han cometido un hecho ilícito <ancionado por 

las leyes penales, menores que se encuentran en estado de abandono y los llamados 

inadaptados. Los menores que se encuentran en estado de abandono, son aquéllos que se 

encuentran en una situación de desprotección, en peligro de formación personal 
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inadel!uada y por consiguiente esta influirá de manera negativa, alterando d hucn 

desarrollo del menor. Afirman los que sostienen esta postura que el estado de abandono 

no solo comprende el aspecto material sino tamhién el moral. ya que a un menor al cual 

se le provee de educación, vestido, hahitaci6n e instrucción escolar puede encontrarse en 

estado de abandono moral, ya que a un menor le es necesario el afecto, la comprensión y 

el interés de las personas responsables de este, si esta comunicaciún "''se dá el menor se 

encontrará en estado de abandono moral. 

Así convienen los partidarios de esta postura que el delito deviene como un 

smtoma del ahandono, esto es el delito será la culminación del abandono en que el menor 

ha vivido, y cuando la conducta desviada se vuelve a dar, habrá una permanencia o 

agravamiento de aquellos factores que influyeron en la primera conducta delictiva, por lo 

que se debe considerar en una forma especial los factores que motivaron esa primera 

conducta. 

Esta posición rechaza la posibilidad de que las normas jurídicas sean 

especificas, ya que como se mencionó con antelación la palabra "delincuencia juvenil", 

abarca la inadaptación, asociabilidad, parasociabilidad, marginación y rebeldfa. Por tanto 

sostienen un rechazo absoluto de la inclusión del menor, del ámbito positivo penal y 

manejarlo de acuerdo a una postura sancionadora, reprochante y represiva. 

También es llamado delincuente, aquél menor que adopta una conducta 

desviada, aún cuando dicha conducta no se encuentre prevista como una figura penal, 
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considerando lo anterior, cualquier menor que manifieste una conducta inadecuada, es 

delincuente. 

Para los concordantes de esta posición los conceptos "situación de abandono", 

con "la situación de im:gulariúa<I", son equivalentes y así el me mir será considerado 

como delincuente cuando incurra en hechos antisociales, como cuando se encuentre en 

estado de peligro, abandono material o moral, o bien el caso que no reciban educación. 
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1.1.2. POSICION JURIDICA 

En sentido estricto, para los partidarios de esta po'ición, la palabra delincuencia 

juvenil, debe constreñirse cuando las conductas o actividades de menores que se adecúan 

a un precepto legal sancionado por ta ley penal, por ser delito. 

Esta posición rechaza totalmente el criterio de que, et Estado tenga que 

intervenir en aquellos casos en que los menores, sin llevar a cabo una conducta de 

relevancia penal, sean sujetos a medidas por pane de los órganos de control social con 

tos que cuenta el Estado. 

Esta posición se basa fundamentalmente en et principio "Nullum Crimen, 

Nullum Poena Sine Lege". y que reside en que solo aquellos actos que la ley prescriba 

como delitos, habrá lugar a pena. 

Aseguran los partidarios de esta posición que cuando el Estado actua en 

menores, que sin haber cometido un acto sancionado en la ley penal como delito, y como 

pudieran ser las hipótesis en estado de abandono ylo inadaptados, conceptos que ya han 

sido tratados con amplitud en páginas precedentes, se aleja de los principios rectores de 
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los gobiernos democráticos. asemej;!ndose a paises totalitarios, en los cuales no se 

sanciono por la conducta sino por la forma de ser o la personalidad de los particulares. 

Sostienen los partidarios de esta posición que, solo en los casos en que se 

compruebe plenamente que las conductas que se imputan a los menores, son las 

comprendidas como delitos en las leyes penales, se les podrá denominar delincuentes 

juveniles, pues también para ellos opera el principio de inocencia, que consiste, en que 

todo sujeto sometido a proceso es inocente hasta en tanto no se compruebe lo contrario. 

Reconocen los partidarios de esta postura que debe climiiuusc <I rnteno "tnbut1SU1 

de la pena, es decir, la idea religiosa de mal por nL1l, l a.x1>1an 411c cu1ndo un mc'flor ha 

cometido un delito el Estado en su facultad punitiva debe aplicar medidas tendientes a la 

educación, socialización, corrección del menor; pero sólo aceptan la imposición de estas 

medidas ell los casos en que el menor haya infringido la norma, no así cuando el menor 

se encuentre en estado de abandono material o moral, ni en aquellos casos en que se 

considere inodaptado. 

Relativo a esta idea, opinan que en el caso en que el menor haya infringido la 

norma y se determine la imposición de una medida, ésta debe ser proporcional a la 

infracción, y asimismo dehc ser determinada, pues sostener lo contrario, destruye en 

perjuicio de los menores, el principio de seguridad jurídica, el cual debe regir para toda 

persona con independencia de su edad, sexo, rai.a y nacionalidad. 



26 

Aseguran -aún cuando reconocen las diferencias biopsíquicas entre menor y adullo

que la pane gener•I del derecho penal para adultos dehe ser aplicado a los menores, sí 

o!stas le favorecen, como en el caso de las llamadas causas de justificación o de 

inculrahilidad, por ejemplo; de igual forma aseveran que dehen gozar de los heneticios 

que se les dan a los adultos cuando los órganos encargados de lus menores dclenninan 

como medida, el internamiento. 
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1.1.3. POSTURA CRITlCA DE AUTOR. 

Confrontando las dos posiciones antes mencionadas, mi postura se inclina a la 

jurídica. ya que coíncido con estos, respecto de que el Estado sólo debe intervenir en 

aquellos casos en que el menor haya cometido un ilícito que esté prescrito por la ley 

penal, y rechazó la idea de que cuando un menor que no haya llevado a cabo tal 

conducta puede estar sujeto a medidas especiales por parte del Estado, pues solo en los 

casos que se compruebe que un menor ha rcali7.ado un hecho ilícito, prevhto por la ley 

penal, se le podrá llamar delincuente juvenil, y de esta manera se le podrá imp<llll:J u1u 

medida sancionadora, la cual debe tener ciertas característica.<, resocializadora. 

correccional y educacional, y no imponérsele e<ms medidas cuando sea considerado 

inadaptado, o se encuc11trc en c:;t.::tlo de ahamlono. 

Me opongo asf a que en los casos denominados "estados peligrosos", Intervenga en 

""tos casos el Estado, ya que para que '11 actuación se justifique se necesita que el menor 

haya cometido un hecho delictivo, ya que un estado peligroso, no puede presumirse 

como una conducta que infrinja la ley, pues rompe el principio "Nulum Crimen Nula 

Poene Sine Lege". 

Y como los partidarios de la posición jurídica, considero que en aquéllos casos en 

que los menores en base a su conducta se hayan hecho acreedores a una sanción, e1>1a 
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debe ser proporcional a Ja infracción cometida, brindándole as( Ja posibilidad de 

reeducarse e incorporarse a la sociedad. 
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11. GARANTIA DE DEFENSA 

2. l. ANTECEDENTES DEL DERECHO A LA DEFENSA 

Los primeros antecedentes que encontramos relativos a la institución de la defensa 

datan antes de la era cristiana, siendo que incluso, en el antiguo testamento, se 

encuentran algunas normas aplicable' a los defensores, las cuales tenían como finalidad, 

el que estos tuvieran éxito para la gestoría de los desprotegidos. 

Por su parte los griegos contemplaron la existencia de esta institución, dado que se 

autorizaba al procesado para nombrar a un tercero que lo defendiera, destacando como 

uno de los más brillantes Demóstenes. 

Los romanos crearon el patronato, del que al transcurrir los años emanaron los 

defensores, ya que la ley permitía llevar a cabo la defensa por un patronato. Durante la 

República, a los que ejercían este arte, se les llamó "advocati", profesión que era tan 

importante, que de la misma emanaron diversos funcionarios del Estado. La forma en 

que se desempeñaba la defensa era por medio de un orador llamado "patronus" y 

"causidkus•, el dominaba la oratoria y estaba instruido y asesorado por un gran 

conocedor de la jurisprudencia, que era el verdadero abogado o "advocatus". 
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Según Quintiliano, en su lnstitutive Orntoris, los jurisconsultos dejaron de asistir a 

juicio y el orador y el jurisconsultos se inte¡,'Tllron en una sola persona, la cual deberfa de 

manejar tanto la oratoria como el conocimiento del derecho. 

En el derecho germaoo de gran formalidad, la representación rccafa en el 

intercesor, que con el paso <lcl tiempo se convirtió en un defcn.<;0r, cuya intervención fue 

autori7.3da por la Constitutivo Criminalis Carolina. En consecuencia en el sistema 

inquisitivo, en el cual la defensa le era conferida a un miembro del Tribunal la figura del 

intercesor, desapareció en 1803 con la Ordenanza Criminal Austriaca. 

En el Fuero juzgo existían defensores y mandadore>. h" nthHilldores a nombro de 

princfpes y obispos con el fin de que sobresaliera la verdad, ,¡n tener miedo a los altos 

poderes. 

La revolución francesa influyó para que se diera la supresión de la abogacfa en 

171JO. En 1791, los defensores de oficio tenían un papel muy importante, ya que las 

partes se podfan apoyar en ellos. Napoleón restableció la abogacfa. En 1808 se elaboró 

un código en el cual se admitió la defen.o;a y tratándose de crimenes sancionados con pena 

aflictiva después de 'la mise en acusatión', se hizo obligatoria la defensa. En Prusia, en 

1781 fue erradicada la profesión en favor de los asistentes nombrados por el Tribunal. 
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Se puede afumar que en general toda Europa en su antigua legislación reglamentó y 

reconoció la defensa. 

Actualmente todos los paises con legislación de tipo occidental, consagra que la 

defensa, en un derecho inalienable del individuo ligado al derecho de lihertad. Este 

criterio ha hecho que en México el derecho de todo individuo para defenderse por si 

mismo o por medio de otra pctsona de su confiani.a le sea reconocido y consagrado en el 

artículo 20 Constitucional concretamente en la fracción IX. 
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2.2. CONCEPTO Y PRECEPTO CONSTITUCIONAi. QUE LO CONSAGRA. 

Esta institución se encuentra regulada y reglamcnmda en todos los paises, en 

nuestro pa!s en el an<culo 20 de la Constitución Polftica, en el cual consagra el derc'Cho 

del procesado de tener un defensor, facultad que es contemplada como una garanu·a 

individual, derivada del hecho de la necesidad de que cualquier procesado este asistido de 

un tercero, debidamente letrado en la ma1eria, ya que de no hacerse asf, se 1endrla como 

una denegación absolu1a de jus1icia, que podr!a considerarse como actos violatorios de 

garant<as individuales. 

La defensa es un Ui.:h .. i.::ho ncces:irin C}lH~ esta ligado al derecho de libertad de 

cualquier individuo, tcnicndu como fin Ja aplicacidn Uc una norma ohjetiva en un caso 

particular, tramndo de esclarecer una situación incierta u controvertida, pudiendo el reo a 

través de un defensor rca1i1.ar un conjunto de actos procedimentales, orientados con un 

objetivo primordial de ohlencr una declaración oficial, la cual deberá ser plasmada en 

una sentencia. El procesado goza de diversas facultades y prerrogativas que le otorga la 

ley misma, que deben manejarse con prccisilln y exactitud por parte del defensor. 

El defensor no es solo un rcprc~cntantc u -con~cjcro, sino que obra por cuenta 

propia, buscando los mejores in1ercses del procesado, ya que los actos desplegados por 
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éste, deben redundar en beneficio de su defendido, sin más restricciones que las 

propiamente contempladas en la ley aplicable. 

El órgano jurisdiccional debe proporcionar al defensor todas tas facilidades, para 

cumplir eficazmente con su funci,\n, considcr;fndolo intocable y ajeno a Jos actos y 

hechos en que intervino su dcfcnso, refiriéndose a la intocabilidad en razón de que no 

puede ser obligado por ningún individuo o instituci<ín a que releve algún comentario, 

que le haya hecho su dcfenso, pues se violarla el secreto profesional. 

Quiénes intervengan en calidad de asesores, en asuntos que conozcan las 

autoridades judiciales, excluyendo los actos de amparo en materia penal, deberán contar 

con título profesional registrado, y cuando la persona nombrada como defensor no sea 

abogado, <lthoi:r.i designar un defensor con t<tulo, y si no lo hiciere se le nombrará un 

defensor de oficio, tal intervención no sustituye al defensor designado anteriormente, 

pues el defensor de oficio orientará al defensor y al acusado de las medidas y actos que 

deberán de tomarse y realizarse encaminados en todo momento a favorecer al procesado, 

pues el ahogado tiene como función primordial, la lucha por la justa aplicación del 

derecho, a favor de su defenso. 

Según Guameri "el defensor en lo penal es algo mucho más importante que un 

simple representante o asiStente del acu.sado, en cuanto está llamado a integrar la 

personalidad procesal y a colaborar con el juez en la conducción del proceso". 

Considera que acusado y defensor son una compleja parte-defensa. "Dos son las 
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características que distinguen su actividad procesal: la unidad fin.lista de ambas y la 

independencia de los respectivos sujetos, que má.< que tale.< son órganos de la parte 

compleja". 

No podrán ser defensores aquellos que han estado presos y procesados, a los 

condenados por delitos de abogados y los que no puedan asistir ante el Trihunal dentro de 

las 24 horas en que se debe hacer saber su nombramiento como defensor. El acu.>ado 

tiene la libertad de nombrar todos los defensores que crea conveniente, y estos a su vez 

deben nomhrar defensor común y en el caso de t¡uc é~c.;tc nu ~ea uombnnfo, lo dcsignani eJ 

juez, y en audiencia, solo podrJ intervenir uno dt· los defensores que hayan <ido 

nombrados. El nombramiento del defensor puede ser de,de <:! momento en que un sujete 

es aprehendido, en caso de que no nombre defensor, el 'vlóni·~cno Público le nomhr.mf 

uno de oficio, el Minb1e1íu rúhHco t~mtr<i' la nhli}!adün de rnlormar al detenido cuaJ es 

la imputación que se le hace y el derecho que tiene de nomhrnr a su defensor, e.'ta 

notificación deberá constar en las actuaciones. El defensnr en la averiguación previa 

puede aportar pruebas, que se tomaran en cuenta para el ejercicio de la acción penal. El 

defensor debe realizar todas las actividades tendientes a la buena defensa y estar presente 

en la audiencia del juicio, para presentar las pruebas adecuadas a la defensa y asi>iir a su 

práctica, así como formular alegatos. Si el dclensor no se presenta, habrá medidas de 

suplencia a un defensor de oficio, y para el defensor inasistente una sanción, consistente 

en corrección disciplinaria; Sin embargo, la facultad de contar con un defensor, no sólo 

abarca la posibilidad de nombrar quién lo represente, sino que frente a ese derecho se 

contempla. Ja prerrogativa de ser oftlo y vcncitlo en juicio, la prc\undün de inocencia, 

el poder ofrecer cuantas pruebas se c;timen necesarias. a ser juzgado por organos 

imparciales y dentro de los términos o plaws que e.-tablcce la ley, a ser careado por 
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quiénes deponen en su contra; en síntesis el derecho a la defensa presupone una 

acusación basada en pruebas que según el órgano acusador para proponer sanciones por 

la ley y que la autoridad judicial tomará en considcrnción al momento de c.lccidir su 

defensor para tomar por cierto el incumplimiento Je un tipo y la concerniente 

responsabilidad de quien se acusa; la defensa en consecuencia es el derecho a probar que 

la resolución de la autoric.lac.I es erronea o insuficiente, motivo por el cual se le otorga 

también a la defensa, la posibilidad e.le recurrir las resoluciones, toe.lo ello partiendo de la 

base que el derecho a la defensa, es inalienable y cualquier persona que debe ser 

sometida a un proceso, los órganos de Estado tienen la obligación de respetar la 

finalidad para la cual fue creada, es decir, dignificar al índivic.luo en un proceso penal, 

dándole calidad de sujeto de proceso y no de objeto, pues esto ultimo representarla 

romper con las na.ses democráticas de los Estados electos por mayona, y aún en Estados 

totalitarios es impcnlonable y choca con los elementales derechos del hombre, olvidar, 

la máxima de rue "Nadie es culpable hasta que se demuestre lo contrario". 
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2.3. ANALISlS DEL ARTICUW 20 CONSTITUCIONAL. 

El artículo 20 establece, que no debe haber un procedimiento penal sin la 

institución de la defensa. La defensoría e• un órgano del Estado perteneciente al Poder 

Ejecutivo el cual, emana de la Constitución, la función de la defensa se encamina a 

demostrar la inocencia del acusado. 

Desde el momento en que el acusado es privado de su libertad, éste debe contar con 

un defensor, el hecho de que el acusado goce de la libertad cauciona!, de nombrar un 

defensor particular, la defensa es un derecho que otorga la Constitución y esto varia la 

naturalcz:i ce c:m!cter pliblico que tiene dicha función. 

La defensa del acusado significa según Elpido Ramírez. 

a) Escuchar del acusado la versión del hecho que se considera delictivo; 

b) Conocer el contenido de todas las constancias procesales a fin de conocer bien el 

hecho punible y estar en posibilidad de refutar la acusación; 
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c) Buscar las pruehas que reafirmen la inocencia del acusado o al mcno.s, le 

favorezcan en relación a la pena, para ofrecerlas y dcsahogarlas ante el Organo 

Jurisdiccional; 

d) Solicitar del Juez la libertad provisional, cuando proceda; 

e) Solicitar del Juez el auxilio para el desahogo de las pruebas: 

t).- Interponer los recursos procedentes; 

g).- Pedir al órgano jurisdiccional la absolución, o, al menos, la pena menos 

desfavorable; 

h).- Estar presente el defensor en todos los actos del procedimiento. 

De acuerdo a lo establecido en la fracción 111 del artículo a estudio, el acusado 

tendrá el derecho de saber el nombre de su acusador y la causa, para que este tenga la 

posibilidad de contestar a las acusaciones venidas en su contra, no podrá e."31" 

incomunicado y podrá ofrecer todas las pruebas que el comiderc necesarias, se deberán 

de declarar en su presencia los testigos que deponga en su contra, pudiendo formularles 

las preguntas el mismo o por medio de su defensor que crea propias para su defensa, y si 

él, o su defensor solicitaren la comparecencia de algunas personas, se le auxiliaria para 

tal comparecencia, siempre y cuando se encuentren en el lugar del procedimiento, 

facilitándole también los datos que él solicite y crea convenientes y necesarios para su 
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defensa y que consten en el expcdicnte. rara poder resolver la 'ituadón del inrulpado, 

necesariamente se tendf'Jn que hahcr llevado a caho los careos entre éste y las personas 

que lo culpan y las que atestigüen en su contra. El inculpado tiene derecho de que su 

defensor se encuentre presente en to<los los actos del proceso. 

El Derecho de Defensa comprende, los derechos a ser informado de la acusación, a 

rendir declaración, a ofrecer pruebas, a ser careailo y a tener un defensor, cada uno de 

estos derechos son de rango constitucional y fueron una conquista, ya que en el Sistema 

Inquisitorio, el procedimiento era secreto~ para lograr la Cllnf<.•!->ión liC aplkat·an 

tormentos. En lo casos en los que el reo se encontraba confeso. se cons1def'Jba mutil 

nombrarlo, y si el caso era contrario. no se le daha el derecho al proccsallll de 

nombrarlo, sino que era nombrado por la Inquisición y tenía como función principal 

convencer a su defendido a confesar, y cuando obtenían su confesión se consideraba que 

la función del defensor ya ern inútil y se le revo<:.h• el carRn. 

El primer derecho del reo es que dehc conocer el molirn por el que se le detiene, 

es decir la acusación, ya que si no se hace de su conocimiento queda imposibilitado para 

defenderse, por ello se le debe facilitar todo el mnlcrial que requiera y que ohrc en el 

expediente para que ayude a su defensa: el artículo 160 fracción VIII de la Ley de 

Amparo establece que en los juicios de orden pcnal, se consideran violadas las leyes del 

procedimiento cuando no le sean proporcionados los datos que le sean necesarios para su 
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defensa, cuando esto pueda afectarla, ya que además ninguna actuación 'e puede 

mantener en secreto tanto parn el procesado como parn el defensor, estos podrán tomar 

notas o solicitar copia fiel del expediente. 

Dentro de las primaras 48 hora.• siguientes a la consignación de un individuo, se le 

debe infonnar del nombre de su acusador y la naturale1.a y causa de 1 a acusación, esto 

con el fin de que éste conozca el hecho punible que se le atribuye y pueda defenderse y 

rendir su declaración preparatoria, debiendo rendirse esta en audiencia pública y con los 

requisitos ya mencionados y ademá.• haber nombrado un defensor que le asista en la 

diligencia. 

El acusado puede negarse a declarar en su contra o parcialmente los hechos en una 

forma selectiva, es decir, lo que a su derecho convenga y puede negarse a contestar 

algunas preguntas cuando él a.•f lo considere conveniente, ya que no puede ser compelido 

a declarar en su contra, dado que la declaración del imputado ha dejado de ser importante 

como prueba a su cargo, es casi únicamente como medio de defensa; también tendrá el 

derecho a ofrecer todas la.s pruebas que crea convenientes para su defensa, tan luego 

como la causa quede radicada ante el Juez, siempre que pueda constituirla a juicio del 

funcionario que practique la averiguación y éste podrá por cualquier medio legal 

establecer la autenticidad de dicho medio de prueba; también tendrá el derecho de ser 
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careado con las personas que declaren en su.' contra y podrá hacerles todas Ja., pregunta.' 

que el considere necesaria.' y que beneficien su defensa. 

Nombrar defensor no es solamente un derecho dd pro.:esado, sino que también es 

una figura indispensable en el procc,o. En caso de que el acusado no llegara a nombrar 

un defensor particular, se le proporcionará una lista de los abogados defensores de oficio 

adscritos al juzgado respectivo, o en su caso el nomhre del asignado a ese Juzgado para 

que el determine quien será su defensor, en el ca.'o en que el no quiera nombrar un 

defensor aún en contra de 1a voluntad dl!I prrn:c\:tdn 

El defensor no tiene el carácter de auxiliar de la Administración de Justicia, sino de 

asesor del procesado y repre..entante ya que lo aconseja en virtud de que dicho asesor 

cuenta con los conocimientos técnicos, inform1imJole sohre las normas sustanciales en 

relación a las pcculia1 idatlcs <le ~u caso; el nhngado dcfon\or ticm• la ohligación de 

verificar el cumplimiento de los términos y de e;1a pendiente de to<lo el procedimiento. 

Así como el defensor, es el representante, uunhién es sustituto procesal, dado que este 

actúa por si !-.ólo y sin la pre~encia del acusado en varios actos procesales, tales como el 

ofrecimiento de pruebas. y el dc\ahogo de las 111isma\, la interposición de recursos, 

formulación de conclu~ioncs, demanda de amparo y otros mas, c.·onformc avan1.a el 

proceso y akanza mayores nivele~ t~cnicos la intcrvcm:idn del procesado disminuye y lt! 
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del defensor aumenta, en e•1os caso poca' veces se requiere la presencia del procesado, 

sólo para ca<;0s muy personales, por ejemplo la declaración preparatoria o los careos. 
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lll.· S!TUAC!ON DEL MENOR INFRACTOR, RESPECTO DE LA GARANTIA DE 

DEFENSA, CONTEMPLADAS EN LA LEY QUE CREA EL CONSEJO TUTELAR 

EN \974. 

3. l. ANALISIS DE LA LEY QUE CREA EL CONSEJO TUTELAR PARA 

MENORES INFRACTORES EN EL D.F. EN \974. 

El 2 de agosto de 1974, se publicó en e\ Diario Oficial de la Federación, \a "Ley 

que crea Consejos Tutelares para Menores lnfracto1es del Distrito Federal", ley qut entró 

en vigor 30 días después de su publicación en e\ Diauo Olk;a\ y pur medio 1\c \a rual 

quedaron derogados los artículos 1\9, \20 y 1'.'.I Jcl («ligo Penal para el Di'trito 

Federal y Territorios Federales en materia del Fuero Com~n y para toda la Rqiúhlica en 

materia de\ Fuero Federal. 

Los autores que participaron en el proyecto de Ley fueron: La abogada Victoria 

Adato de !barra, el Dr. Sergio García Ramfrcz, y el Dr. Héctor Solfs Quiroga, \a base 

legal que sirvió para la elaboración de ese ordenamiento fue el de romper con la 

respuesta emocional contra el delito, denominada pena y en su lugar dejando a un lado, 

la idea rctrihucionista de "mal por mal", tomar en cuenta las características personales y 

sociales de los menores, sustituyendo la "pena". por tratamientos encaminados a la 

cc.lucación del menor, incluyendo micntación tanto ai menor como a su familia. 

Postularon los autores de esta ley. que en caso de que el menor requiriera como medida 
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"el internamiento•, éste perdía su carácter retrilmtivo y punitivo, para convertirse en una 

medida orientada a la prolc'Cción y tutela, con fines de recuperaci<\n social. 

Partiendo de la posición criminológica, respecto de que el papel del Estado frente 

al menor tiene como finalidad la tutela, aM como el concepto amplio de delincuencia 

juvenil -al que ya hemos hecho referencia en el cap!tulo primero de este trabajo- el que 

amplia en este fenómeno, nn sólo en los casos en que él infJinja las leyes penales, sino 

también en los supuestos de violar el Reglamento <le Polic!a y Buen Gobierno y en caso 

de desobediencia; aunque si bien es cierto que los elahoradorcs del proyecto de ley que se 

analiza, estaban en desacuerdo de denominar a este fenómeno como delincuencia juvenil, 

y en cambio, lo dotan con la terminología de "menores infractores", clasificándolos as! 

en las tres categorías a las que hemos hecho referencia, es decir: 

Primera categoría.- Corre,"(londen a los hechos cuya gravedad es tal, que 

su tipo está comprendido como delito en las leyes penales. 

Segunda categoría.- Esta comprendía, de los hechos cometidos por los 

menores, refiriéndose a actos que violaban las disposiciones reglamentarias de 

policía y buen gobierno, como cometer escándalos en sitios públicos, satisfacer sus 

requerimientos físicos en formas no aceptadas socialmente, "tontar parte en 

ntanife>1aciones públicas para apoyar ideologías radicales recha1.adas por la 

sociedad en general", reafü.ar actos de rebeldía y cometer infracciones de tránsito 

por excesos de velocidad u otros, etc. 
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Tercera categoría.- Comprendían hechos de los cuales no se ocupaha In 

legislación, pero cuya trascendencia, en opinión de los redactores del proyec!ll, 

era considerado "peligroso" para el futuro del menor de su familia y de la 

sociedad, dividiéndolo así, esta hipütesis en dos subcategorfas: 

a).- En los paises en que la drogadicción, el alcoholismo, la prostitución, 

el homosexualismo y otros hechos similares slilo eran tolerados como vicios y 

eran en mayor o menor grado ohjcto de tratamiento estas perversiones. casi 

siempre iniciales en los menores de ct.lad, podía afectar gravemente los intereses 

evolutivos de los jovenes por lo que debía ser evitadas. Para ello se recurría a los 

jueces de menores, sobre todo cuando los padres \) demás tJmiliarc~ habían 

fracasado. Cuando estos hechos eran considerados como delitos quedaban 

incluidos en la primera categoría ya expresada. 

h).- Loi.; at'lnl\ más leves pero que no carcda de significación negativa en la 

vida del menor eran las desobediencias sistemáticas, las reheldfas con!-itantcs las 

fallas incontroladas a la escuela, el incumplimiento de deberes diarios para su 

familia o si mismo: asco, C\ludio, "disturhins profundos". No o,;c esperaba que 

estos actos quedarán comprendidos ni en leyes gcncr.ilcs para una sociedad, ni en 

reglamentos, también generales y no eran motivo legal de intervención del poder 

público, sino a petición de la familia o de las autoridades escolares. En muchos 

paises se llamaban a los menores que se cncontrahan en estos casos 

"incorrcgihles". 
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Argumentan los autores del proyecto. que en materia de menores dehfan regir 

criterios protectores y educativos y tomaron como base lo que la historía del Derecho 

Penal, -en su opinión- ha comprobado, como por ejemplo, el separar al menor infractor, 

respecto de los adultos delincuente>, para eviur la P<'rvcrsión dL' los primero.' al reunirse 

con los últimos, evitar los desastrosos efectos que las maneras de castigar a los adultos 

producían al menor, por lo cual al evolucionar el problema del rcmlmcno social que se 

estudia se inicio una lucha para separ.ir a tos menores de los adultos, se modific<I la 

publicidad del proceso, rcaliz.ando audiencias privadas, la eliminaci!ln de un juicio 

formal, ya 4ue se observó que los menores, aún cometiendo hechos graves crnn 

susceptibles de educarse, habilitarse y adaptarse a la vida social, con mucho mayor 

facilidad que los adultos, con lo cual se fundarnn tribunales de menores con directrices 

pedagógicas, por lo tanto esos tribunales tomahan en cuenta la hiografia del menor. de 

donde se desprendfa la necesidad de saber si su evolución física era normal o patológica, 

sí bah(a anomalías hereditarias o con,g..Enita:. ~¡ p:ulcc.fa cnfcrmcd:.uk11 curables o 

incurables, asf como las in!luencias cXllgcnas. patológicas cualquicrn que fuese su 

• importancia. 

En lo psíquico como en lo somático y en lo social, para descubrir la diferencia 

entre menor y menor, todo ello en su conjunto motivó el planteamiento de una estructurn 

en materia de menores infractores, úonde se tomaron como hase los siguientes principios: 

1. Carácter Tutelar. Dcjli de tener tendencias penales, retributivas de mal por mal, 

o de castigo, recordando que el niño y el adolescente son dc'hiles frente a los adultos y 

aunque estudiaran, todavía no salían de su ignorancia; carcda de cxpt!ricncias que dchcn 

adquirirse, y no eran capaces de llenar ~us necesidades por si mismos, era nccc'illria la 
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intervención de una lnstitucit~n Tutelar. Rl-'Conoc<an que los nii\os y los adolecentes 

tienen capacidad limitada para la realización de rcsponsahilidad que corran 

completamente a su cargo. Sostenían los autores, que por la comlm:ta antisücial que todos 

hemos realizado no tenemos ningún derecho de asombramos cuando un menor comete 

alguno de esos hc4.'.ho!'I. \' :-ii cometía otros difcn:nte~. ~· dt•hcrfa recordar la en<nme 

influencia que la familia y el medio amhientc inmediato ejercían sobre el (lCllucñu. antes 

de la adolescencia, y durante ésta; el normal rechazo que en la pubertad se manifiesta 

contra los padres, y que deja en la vida del menor un 'cntimicnto de 'oledad que sólo 

tiene como consuelo, la mayoría de las VL>t:cs, en las relaciones cxtrafamiliarcs, que 

regularmente son relaciones que afectan al menor y que traían consecuencias no 

deseadas, como persecuciones policiacas por l'I sólo hecho. de la "ingenua amistad", 

como por ejemplo: con trnfkantcs t.lc droga~. con ladrones y falsificadores, pues al 

menor le hahfa atraído solo su simpatía o su aparente bondad. 

Según h).:;, autores, en b.~; (':frn+_...: alr,1mni; ntlultos se corrompen y que este proceso 

es más susceptible, en los rncnorc.'i: que mientras mas pequeña fuera la edad en que se 

reciben, serla mas grande la contaminación carcelaria. Sostuvieron, que si no se desea 

formar este tipo de "enemigos sociales", se dchc dejar a los menores fuera del Derecho 

Penal: estimando aumentar en la ley el período de protccciljn, fijando de preferencia a 

los 18 año.•. en que no siempre tiene ya fücil lugar la contaminación delictiva. 

2. Principio de protección. Tras el hecho histürico de que los menores inocentes 

fueron sujetos a la.• mismas penas que sus padres culpables, o de que, por haber cometido 

hechos tipificados en la leye' penales, se les sometiera a iguales juicios y penas que a los 

adultos, surgieron los ejemplos de diferentes paises que les atenuaron )as penas; otros que 

impidieron perturbar su paz; otros que les impusieron medida" educativas, y algunos que 
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ordenaron se tomara en cuenta, en primer lugar, su hiencst.ar como en lnglatcrrn (1827), 

o se tes acogiera en Instituciones que los protegieran, como en E~flaña, adoptando así el 

Sistema Protector. 

3. Principio de inmediatez. Consistente en que el Consejero viviera en contacto 

directo y personal con el menor y con las víctimas (padres. testigos, etc.). 

4. Principio de privada.- Se sostuvo que como un padre de familia hace la 

corrección a la falta de su hijo, sin testigos, -en opinión de los autores-. esta técnica 

debía ser observada por el Consejero con el menor, con éste y con sus familiares, la 

víctima, cada testigo, etc., sin que se levantar.in actas. La anterior circunstancia tenía su 

explicación por la intervención del Consejero Tutelar; dado que según los autores, no 

tenla por objeto pcrju<licar a na<lie y no tiene por que justificarse, como lo que debe 

hacer un Juez penal, al actuar en forma pública para penar a alguien. 

Se aseguro que si en los juicios penales para adultos, el juicio es pUhiico, a t.:ft:.eto 

de garantizar, que no se cometan arbitrariedades y que se respeten las garanúas 

individuales del procesado: en materia de menores -opinaban los autores-. que no se 

trataba de un juicio jurf<lico ni se preten<lfa imponer una pena al menor, ya que, por el 

conlrnrio, se tr'1taba de protegerlo. 

5. Principio <le ccleri<la<l.- El proce<limienlo <le los Consejos Tutelares (que son 

administrativos y no judiciales), sostenían que era adecuado porque los casos encontraban 

una primera resolución (provisional o definitiva) en las primeras horas, y en un mes 

aproximadamente la resolución final que no causaba ejecutoria y era revisable ca<la tres 

meses, y en su concepto. ello beneficiaba a los menores. 
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6. Principio de concertación. Consistía en que todo el flC\O del trJmitc de cada caso 

y toda rcsnlucilSn. se acumulaha hajo la rc.1;pnnsabilil1ad personal del Consejero, que tenía 

que proponer la rcsolucilln del caso, mismo que, por falla de formulacione.~ escritas 

(salvo los diagnósticos), tcnfa que conservar en ~u memoria todas sus caractcrfsticas, 

hasta el momento de resolverlo provisional o definitivamente y que con la cercanía Ud 

menor era la mejor rorma de que el Con\cjero conociera totalmente el asunto, "sin que se 

le escaparan pequeño:.. detalles o grandes rasgos". 

7. No formulismo ni formalismus. Muchos detalle\ del caso no se cunservahan por 

escrito, pues ya que al llegar el menor a la ct.lJ.d adulta, - en opinión de los autores~ no 

faltaría quien se interesara por conocer su vida infantil y juvenil y logrará que algún 

empleado indiscreto le enseñara el cxpe<lientc respectivo que lo perjudica, como se 

trataba de rescatar al menor de su antisocialidad inicial y de rcinscrtarlo en su familia y 

en la sociedad, lo cual no huhicra sido posible si aparecieran por escrito sus fallas de 

conducta, o las mas graves. Por lo tanto, no podfa aparecer por csc1ilu 1~natmcn:c c1 

caso con sus particularidades. tampoco cumplía con formulismos que al ser acatados, 

distraerían la atención hacía la satisfacción de las formas o fórmulas exteriores y que 

llevaran hacía la verdadera historia de cada caso y no a la verdadera personalidad del 

menor. 

Se cstahlcció la necesidad de un Consejero en turno, era éste uno de los Consejeros 

en ejercicio, que atendía todos los casos que llegarán en el término de 24 horas. Se 

estableció, desde fundado el primer Trihunal para Menores e,¡ el Distrito Federal, para 

que fueran atendidos los casos que llegaran en s:íbados, domingo.~ y día'i festivos, sin que 

hubiese necesidad de esperar al día háhil más próximo; con este turno se tenía la 

finalidad de cuhrir lodos los días del mes con el Consejero respectivo. 
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Con relación al procedimiento, la derogada Ley de 1974, contemplaba lo siguiente: 

La primera entrevista se tenía que cclehrar durante las primeras horas, después de 

que llegaba el menor al Consejo Tutelar. El Consejero, pcrsonalmcnlc con\lcr~b.t en 

fonna separada y sin formalidad alguna con el menor y con sus padres, para informarse 

de los datos generales de él y de sus padres, sin mencionar la falta, dado que al parecer 

las interrogantes eran neutrales; no obstante, alguna de estas regularmente se relacionaba 

con la conducta reciente del menor y si la v<ctima o ~11s familiares se cncontrahan 

presentes, también se les interrogatia sohrc los hechos, y con estos datos el Consejero se 

podía dar cuenta de las condiciones personales, familiares y sociales de la vida del 

menor; no se le inducía a declarar contrn sí mismo, ya que la finalidad no era represiva, 

punitiva o retributiva. Se trataba de conocer la verdad y poder determinar las formas de 

lograr la rcinserci6n del menor en la vida familiar, escolar, social o laboral en su caso, 

de la mejor forma posible. 

Después de la entrevista el Consejero en turno elaboraba la primera resolución, en 

donde se podía determinar: 

a) El inlcrnamicnto del menor en el Centro de Observación. 

b) l.ibenad a disposición del Consejo. 

e) Libertad definitiva. 

La rcsolucitln inicial podía ser modificada a juicio del consejero. Después de 

emitida, el Instructor o Consejero disponían de 15 días para integrar el expediente, los 
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estudios de personalidad y las pruchas, que a juicio de ese funcionario fueran útiles para 

dicUtr el fallo definitivo, para así aplicar la medida, esta resolucitln denominada 

definitiva era revisable cada lrcs meses. 

8. Centro de Ohservación. Era el lugar en que se nlojaha a los menore.• que 

habían cometido un hecho tipificado en las lcyc~ pcn.tks o contrJ lm Rcglamenlns de 

Policía y Buen Gobierno u que se hahían dañado a s{ mismos, a familiares o a la 

sociedad, durante el tiempo que servía al Consejero Instructor para integrar el expediente 

y emitir la resolución definitiva la cual tenía que estar aprobada por los integrantes de 

cada Sala. 

Los menores cstahan clasificados en sc<.:dtml!~ parn h1Jmhrn" } mu1e:-t·~. rni=1J:1·: y 

mayores de 14 años y a su vez se u.li1!-.iict11rn1 •!11 ¡11i.r1m.r1li~ y rcituamcs. Se 

complementaba la obscrvaciün con lm reportes diarios de compcrtami1..:ntn. el cual le 

concernía al personal administrativo, <le vigilancia y ilc servido~. sin que se omitieran 

los reportes de buena conducta o de distanci6n. al igual que ios <le 111alii conducta de 

diversos grados. 

9. Estudios <le Personalidad. Sostcnfan los autores que mín cuando lo~ menores se 

encuentren en constantes camhios por su evolución, los estudios ccntitico-técnicos debían 

ser practicados con el fin de calificar y clasificar su personalidad; en los caso en que los 

menores hubiesen sido devueltos definitivamente a sus padres, estos estudios no les eran 

practicados, pero en caso de que el menor ya huhicra sido entregado a !lUS padres pero se 

encontrase en observación (o en el Centro de Uh~crvación), era necesario que dichos 

estudios fueran realizados por los dc,,artamcntos médico, psicológico. pedagógico y de 

trahajo social. 
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10. Consejero de Menores. En algunos paises se dieron casos en lus que algunos 

Jueces llegaron ha imponer penas de prisión perpetua para alg1ín niilo de 14 años y de 

muerte para otro de 15, dejando así de cumplir su finalidad protectora, que fue la 

principal causa de que se l'.rcarnn Jueces para Mcnorc~. por lo que tras esa 

dcsnaturalii.aci6n, -señalan los autores- se prefirió suprimir Jueces y Trihunalcs para 

Menores, en vista de su reacción habitual tendiente a imponer penas y castigos, 

creándose de esta forma, los Consejos Tutelares, impedidos por las Ley para retribuir 

mal por mal, para imponer penas o castigos contra Jos menores. pero sí, ohlig:u.Jos a 

estudiar su personalidad, a orientar a los padres y a establecer medida' de protecei6n 

trascendentes a favor de cada menor. 

So~1uvicron los autores que, en los administradores de ju~ticia de menores deberían 

de predominar sus sentimientos altruistas, ya que los menores son seres débiles que 

deben ser protegidos desde el punto de vista práctico, y esto no se puede lograr, sino 

cuando las acciones se encuentren provistas de sensibilidad ante sus debilidades, sus 

problemas y conílictos, que por la corta edad con la que cuentan no les es posihle 

so1ucionar en forma adecuada; por lo cuéll, se consideraha que los consejeros 

preferentemente fueran mayores de 30 año.,. 

Teniendo la necesidad de adoptar las medidas de proteccitln que se imponían al 

tratamiento que era interdisciplinario, se manejahan los diagnósticos médicos, 

psicológicos, pedagógicos y sociales para de"ubrir las causas que influyeron sobre la 

conducta; para que le fuern aplicado el tratamiento más adecuado. 
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Estos diagn6sticos eran rcali7,.dos por e'JlCcialistas en cada maleria, ya que había 

poca., probabilidades de que uno s<llo de ellos las dominara !odas; implantándose la 

füncidn colegiada, t111c requería de un médico. para definir el alcance del diagn<~stico y la 

educación de tratamiento; un ahogado parn que cvitara cxcc~os o dcfccto!<i que violaran 

las garantías del menor. de la v(ctima o de los adultos que intervinieran. para que cada 

cual, gozará de los derechos qm· le fueran propim; y un profesor normali1,ta especialista 

en menores infractores. La idea de transformar al JuC1., en Consejero, fue para que sus 

resoluciones no pudieran convertirse en una Sentencia Penal, y ya que la Ley exigía 

tomar en cuenta primordialmente los estudios de rcrsonalidad n.:alizados a los menores. 

para que la medida a imponer fuere prc!Crcntcmcntc, el trat.:1micnto a cargo de la familia 

y en segundo lugar, a alguna lnstitucilín ahicna, en un kn:cro a una M!mi+ahicrta y en un 

cuarto lugar. en una Institución cerrada, según las pa11iculariJadcs del caso. El Consejero 

no reso1vfa sólo, sino colegiadamente con su Sala. 

Como no intervenía el Ministerio Púhlico, tampoco se contaba con un defensor 

pues no se necesitaba para conservar -en opinión de los autores- el "equilibrio procesal". 

Se afinnaha que los jueces de menores además son protectores y por tanto, defensores. 

En el Consejo Tutelar, el Consejero ordenaba se diagnosticará el caso 

intcrdisciplinariamente, sin acusación ni defensa. a efecto de establecer el tratamiento que 

debía aplicarsclc, el cual -en conccplo de loa autores, de manera alguna implicaba la 

retribución de un mal por un mal, venganza, castigo o pena. La Ley lo prohibía y no 

había amen01.a de mal alguno por el menor, sino por el contrario, formas de hcnelieiarlo; 

para esto se requería la intervención del Promotor, y se aseguro que éste velaba por el 
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apego a la Ley y por que se hiciera efectiva la recuperación del menor, vigilaha que los 

Consejeros respetaran los términos legales y así evitar, que los menores fueran detenidos 

en cárceles propias para adultos. 

La resolución final, no se llamaha .'icntcncia, tanto por su forma de dictamen, como 

porque era acordada por Consejeros de tres diversas profesiones, resolviendo por la 

mejor forma de impulsar al menor "a su rcinscrcit1n social", -en opinión de los redactores 

del proyecto-. En el momento en que se fijahan en el dictamen las formas de tratamiento, 

se ordenaba su aplicación. 

Según la forma en que reaccionara el menor, se valoraba la posihilidad de 

suspender, prorrogar o modificar el tratamiento y se hacía de oficio una revisión cada 

tres mese: en consecuencia, en ningún momento podía afirmarse que la resolución hahfa 

causado ejecutoria. En su cjecuci6n, se tomaban en cuenta 1a colaboración de ta familia; 

ya que la Institución estaba encaminada a provocar un acercamiento de la familia para 

con el menor; se trataba de lograr una familia sana, afectuosa y de buena fe, para que 

pudiera llenar todas las necesidades del menor, y así amhas -la lnstitucilln y la familia

debfan cuidar del hiencstar físico y moral del menor. 

Antes de poner en práctica el internamiento del menor, se podía ordenar libertad 

vigilada o libertad asistida. Esta última era con el fin, de que su familia se 

rcsponsabili7.ara de su educación, progreso y conducta, con la asistencia del trabajador 

social, manteniendo un estrecho contacto con los servicios de salud física y mental, de tal 
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manera que la mayoría del caso, no fuera detenido por falla de satisfactorcs; cm una 

labor de orientación al menor y a sus familiares, para crear un amhicnlc de conlianrn y 

seguridad entre el menor y su familia, de autoresoluciún dd ¡irohlcma. con el apoyo de 

los servicios ¡túblícos, pero con la iniciativa del propio menor y de sus familiares. 

Cuando el menor no mejomha su conducw, "" informaba de la posible revocación de la 

medida y sus eonsccucncías, con el ohjcto de reafirmar las ohligacio'!":' que hablan 

contraído, y para que de algún modo u otro evitaran la suspensión de la ayuda. 

Existía el recurso de inconformidad, el cual podía hacerse valer cuando se 

consideraba que la medida impuesta al menor cm inadecuada a su personalidad o para su 

recuperación social; también cuando no eran comprobados los actos de mala conducta. 

Existía también la revisión de oficio que era practicada cada tres meses por el mismo 

Consejero y la Sala, con el fin de que fuera modificada la resolución cuando sus efectos 

eran insatisfactorios o habían cumplido con el fin taar..tutko antes: de lo previsto. 

Por lo que se refiere a la reparación del daño causado, cuando este era reparahle 

económicamente, sí los familiares del menor tenían capacidad para ello, estos ¡iroponfan 

un pago inmediato y el Consejero se encargaha de que este se hiciera llegar directamcnie 

a la víctima, sin que en ningún momento el dinero quedara en poder del funcionario; en 

cambio si tenían capacidad diferida, se ponían de acuerdo con la víctima y comunicaban 

al Consejero, el convenio cclchradt> pam que este le diera validez y en su caso, lo hiciera 

cumplir; si 11egado el caso Jos familiares carcclan de capacidad cconomíca, el consejero 

lo exhortaba a reunir la mayor cantidad posible y pedía a la víctima se adaptara a la 

insolvencia y admitiera un pago meramente símbolico. Lo anterior se procuraba además 
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con una finalidad tcrapeutica, para que el menor, desde el punto de vista pcdagdgico y de 

>11 protccci1ln, apremlicra que al cau.m daños dchfa repararlos él mismo o su familia, lo 

cual, servia además, para prevenir que incurriese en futuras falllls. 

Relativo a los aspectos pnx:c'3les se destacan los siguientes: El procedimiento 

tutelar tenía que ser personal y C\'{ICCial, para conocer a fondo su materia y poder 

simplificarla ni máximo. El primer aspccto procesal era el de la jurisdicción que se 

c'tablecfa sobre las bases territoriales y psicológicas de los habitantes, y como segundo 

a<pecto la competencia que estaba establecida sobre las bases de capacidad legal para 

resolver ciertos aspectos. Por lo que se refiere a la compctcneia, éste comprendía 3 

hipótesis que abarcaban 5 campos: 

- w~ actos dc~critot: por la.'\ 1eyc.'\ penales 

- Las faltas a los reglamentos de policía y buen gohiemo 

- Los actos no legislados pero que dadas las funciones tutelar y preventiva de la 

dcJincucncia, podían L'tmsi<lcrar\c significativas, como hábitos Je intoxicarse, 

las fugas del hogar, las relaciones sexuales prematuras, la desobediencia a los 

padres de familia, entre otras. 

- La solicitud de lo.< padres cuando consideraban a sus hijos incorregibles. 

- La solicitud de Jos menores mismos, cuando carecían de familiares o estaba 

perdido, o cuando su familia era consi<lcrada notoriamente incompetente. 



59 

Sostenían los autores que, el procedimiento crn dirigido siempre en favor de1 niño. 

Siempre que se íha a rc\oh·cr ya ~ca inicial o finalmente c1 asunto, se cx.igfa la presencia 

del menor y de sus padres. a.1í como la de las víctimas o sus familiares, para que las 

pruebas c~hihid3$ fm·r;in rcalcli y no prcparn<las, siendo respetada plenamente fa oralidad; 

de ser el caso, era posihlc el llegar :1 un ncucnlo conscrvand", en 10Ju ~aso c1 •('.quilihrio 

procesal". Como no se <laha la intcrvcncit~n dd Ministerio Púhlko. esto indicaba que nu 

había necesidad de que hubiera un defonsor. Se hacía concurrir a la pane dañada y a los 

padres y familia del menor causante, para que, en \U tlcfcnsa o ayuda, repararan el 

daño, a lo que le daban también un sentido educativo. ya que M: dcda que si se hacía un 

mal se tenía que reparar, sin que cxi~;ucra un proccdimicntn interno especial, sino que se 

hacía allegar de peritos oficiales que fueran mas imparciales. 

P:irn reo;;o1vcr cada caso, no se invc~tigaha el hecho, sino la biografía complctn del 

menor, vida familiar, social, escolar o laboral (cuando ~ &ba et eRw de que los 

menores trabajaran). su estado de salud ffsica y mental y >u aprovechnmicnto y conducta 

escolar, las resoluciones en su concepto se tomaban complejas, ya que aharcaha las 

actuaciones interdisciplinarias de fos cspcciafbt.as de diversas ramas. 

Existfan formalidades que cumplir destacando como la principal la intervención 

inexcusable y personal del Consejero; otra era la intervcnci<ln del menor y de sus 

familiares así como la parte da!lada, ya fuera personalmente o por medio de sus propios 

l'amilbres; otra era la de investigación sistemática por pane de los centros de 
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observación de los ru.'J>CCtOs médicos pc<lagógicos, psicológicos y sociatc"', como garantía 

del "debido proceso legal"; una mas era la de conocer los antecedentes escolares de 

calificaciones y conducta, ya fuera por su propia investigación o por consulta al personal 

de la ~ucla respectiva, ya que en todo caso la finalidad era la investigación de la 

verdad, con la intervención de los interesados. 

En los Consejos Tutelares para Menores, la acusaciiln podfa proceder de los padres 

mismos, de las victimas o de un Organo del r~'ilado; "la defensa" principalmente estaba a 

cargo de los padres o de los Promotores de la propia ln,1itucíón, considerando, los 

autores, que la intervención de ésta podía perjudicar o beneliciar toda la vida del menor. 

El procedimiento era sumario con un máximo de 45 días para resolver cada caso y 

en ciertos de ellos se llegaban a resolver en las primeras 24 horas, por que no 

representaban peligro social alguno, ni riesgo personal; otros ameritaban inmediata 

libertad bajo garnntia exclusivamente moral, siendo en este caso, que la familia dehcría 

estar organizada, quedando además, sujeta a invc.litigación y a que se produjera una 

resolución posterior. Otros requerían de intcmamicnln en centros <le ohservación, ya por 

que el menor corría peligro de diversas °'l"'cíes, ya por abandono y necesidad de 

protección ya por mala conducta, ya por posible vcngai11.a Jo las v(ctim:is o p<lr 

necesidad de alejarlo de un ejemplo familiar negativo. En todos esos caso era cuando se 

bada mas urgente la pronta resolución, independientemente de que también se le pusiera 

igual atención a los menores en libertad. provisional, para que ésto.li no resintieran la 

inseguridad de una situación no resucita, La mayoría dí! los ca¡¡os eran resueltos entre 10 
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y 20 días naturales, sin embargo, en algunos casos se rc11uerfa de mayor tiempo nunca 

superior de 45 días. 

Sostenían los autores, que para lograr la sumaricdad del procedimiento era mejor 

establecer un Tribunal o Con:tcj\l Tutcl31' p;ua Menores dt: carácter administrativo, con 

objeto de que sus integrantes no dependieran del Po<ler Judicial, ya que decían, que los 

procedimientos llevados por los Organos Judiciales crJn tardíos y turocráticos, que 

resuelven sobre las constancias de autos y no con el conocimiento personal de los 

interesados y, consccucntcrncntc, para que 1os centros de ohscrvacitSn funcionaran 

ndccuadamcnlc tenían que ser dependencias administrativa.., uhit:adas en el mismo edifico 

donde se cncontmrcn los menores y los Consejeros, para asf permitir la cercanía cnuc 

ellos, dado que favorecía a la cc1crü1ad <ld procedimiento. Se ascguraha que cm 

respetada la garantía de audiencia, pero en la Vfa Tutelar eran meras conversaciones, no 

había audiencia formal en la que se hiciera una valoración final, por que se so~1cnía que 

la formahda<l cxLc1 iur 'onducf.:! :!l ~h:mdono <lel fondo <lcl asunto y siendo este el 

importante no había caso parn la cclchraci6o de una audiencia. 

El procedimiento era oral, quedando sólo constancias escritas de lo esencial, de los 

acucr<los entre las partes y <le los estudios que <le la biografía del menor se hacían 

normalmente. El Consejero, podía actuar de oficio siempre dentro de uoa libertad de 

aprcciaei<ln ética social <le grnn amplitud; tenía una función protectora que no 

considcrahan la 1.:onducta del menor como definitiva en la vi<la, pero si consideraba que 

la intervención del Consejo podía ser In en el futuro del menor, por lo tanto, ern 

conshlcra<la como esencialmente preventiva de la delincuencia de los futuros adultos; 
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también la íunción de los Consejeros Tutelare.• erd considerada aut<lnoma, ya que nadie 

influía en su criterio; su intervención era gratuita y no causaha costas judiciales ni 

impuestos de alguna clase. Tamhién se trataha de lograr la inmediata remisión de los 

menores por parte de las autoridades que hahían intervenido previamente, como era la 

policía, los Jueces Calific.adorc.• de faltas administrativas o del Ministerio Público. 

La función del Consejo era tamhi~n persuasiva, hacia el camhio voluntario de ~'U 

conducta, cesa que no siempre era lograda. 

Sostenían los autores, que la forma de escoger a los Consejeros en esta materia no 

deberla de ser por escalafón en la carrera judicial, por que no todos tienen afición por 

estos asuntos. no todos tienen simpatía por los niños y los adolescentes, y si a lo anterior 

se agregaba la falta de formación especializada, esta función resultaría inadecuada, por 

autoritaria, legalista y punitiva. Los Cun~l.!jcros cuntahan con la potestad pam llevar a 

e.abo las actividades que fueran necesarias para salvar al joven del peligro de que se 

convierta en dc1incucntc; estos no deberían de dictar sentencia, y :-.u resolución no podía 

causar ejecutoria, ya que no era posible declarar cosa ju7.gada sobre la cambiante vida de 

seres en constante evolución, como lo son los menores, en camhlu, si debían tomar en 

cuenta el sentido de sus resoluciones con directrices tutelares, para posteriormente, en su 

e.aso poder emitir otras y de esta forma complementar el traL1micnto. 

Los Consejos Tutelares estaban organi1.ados para apegarse a establecer medidas con 

fines de prevención de la delincuencia y a la protección de los menores, ya que C.\tos 
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requieren de una educación y vida familiar normal y et Con!icjo Tutelar estaba orientado 

hacia la climinacil'º de la pena y la aplicm:ilin de medidas dcntfflcas para la rcadaptacilin 

del sujeto; ya que según los autores, con la psicolo~ía y la pedagogía quedaba probado 

que el castigo y las demás actitudc<i negativas ejercían influencias funestas en el sujeto, 

sea cual fuere se edad, pero muy en especial en la infancia. pues lejos de ser una 

corrccd6n 1 "fijan la conducta y la pervierten". 

Aunque se hubiese comprobado que un menor era inocente, podía ser sujeto Je 

reclusi6n y si dado el caso se descubría que el menor procedía de un hogar dc!<iorganizado 

en el que pudo haber recibido mala influencia de sus padres por la conducta inadecuada 

que ellos mostraban. en estos <.:asos se actuali1.aba la función protectora del Consejo; en 

otros casos, aún cuando el menor hubiese cometido una falta gmvc, podía quedar a cargo 

exclusivo de los paürcs y familiares, dejántlnto l'n lihcrtad a juicio del Consejo. Las 

resoluciones emitidas por el Consejo podía ser mo<lifü.:aüas en cualquier momento. 

Con base en c.i;tos argumentos. los autores del proyecto, sostuvieron que las 

garantías constitucionales en materia de menores rcsultahan inaplicables, puesto que el 

Consejo Tutelar tenía solamente carácter protector. 
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3.2. ORGANO ENCARGADO DE LA DEFENSA DEL MENOR, SU 

FUNCION, SUS CARACTERISTICAS Y EN QUE CASOS INTERVENIA. 

El Consejo Tutelar se formaba p<ir varios órganos, los que 'e encontraban 

jerarquizados de la siguiente manera: El pleno del Consejo Tutelar, las Salas, el Cuerpo 

de Promotores y los Consejos Tutelares Auxiliares; el Pleno conocía de los recursos que 

se presentaban contra fas resoluciones de las Salas, de él emanaban las tesis gcncrn1cs a 

seguir. Las Salas se integraban por tres Consejeros numemrios y uno de ellos füngía 

como Presidente, que además de sus funciones dchfa rcafü.ar las funciones de los demás 

Consejeros. 

Habla un Consejero en tumo. atendía todos los casos que llegaban en un término de 

24 hrs., esto para que los casos que llegarán los días inhábiles fueran atendidos 

inmediatamente y no tuvieran que esperar hasta el día hábil mas proximo. La primera 

entrcvitja tenía que ser e.Jurante las primeras horns de llegado el menor. sin formalidades, 

sobre los datos generales del menor para que el Consejero pudiera conocer las 

condiciones personales, familiares y sociales de la vida del menor y el Consejero con 

estos datos pudiera dictar una resolución, pudiendo ser esta provisional o definitiva; en 

la delinitiva por las condiciones familiares se devolvía el menor a sus padres, pero 

quedaba a disposición del Consejero para rcali7.ar estudios y pudieran dictar la resoluci6n 

provisional, quedando el menor en el Centro de Observación para que de forma 

interdisciplinaria se estudiara el ca.w e.Je) menor, se le hiciera un diagnostico y se pudiera 
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resolver; en cuanto a la forma en que se iba a encausar el menor para integrarlo a la 

sociedad. 

El Consejero, tenfa contacto directo y personal con el menor. las victimas, los 

padres y los testigos y tomaba la reprcsentacit\n de los padres, por Ju que >e encontraban 

íntimamente ligados. 

En estos casos como no intervenía el Ministerio Público, tampoco se contaba con 

defensor, sin acusación, ni defensa se diagnosticaba el caso intcrdisdplinariamcnte para 

definir el tratamiento que se le tenía que dar al menor. El Promotor era el encargado de 

asegurarse del apego a la ley y que se hiciera efectiva toda medida de recuperación social 

del menor y encargandose de que los Consejeros respetaran los términos legales y 

también se encargaba de evitar que los menores fuernn detenidos en cárceles destinadas a 

los adultos. 

Intervenía en todos los procedimientos q,uc eran seguidos ante el Consejo a menores 

lraOSgrcsores o en peligro de c<tarlo, dc.«le el momento en que quedaban a disposición 

del Consejo; vigilaba el procedimiento asistiendo al menor cuando comparecía ante los 

Consejeros, ante la Sala o el Pleno; proponía pruebas que consideraba necesarias y estaba 

presente en el momento de su desahogo; formulaba alegatos, interponía recursos; 

intervenía ante el Presidente del Consejo en el ca.'<> de que el proyecto de resolución por 

parte del Consejero Instructor fuera presentado con retraso; era el encargado de recibir 

las quejas e informes sobre el menor por parte de quiénes ejercían la patria potestad y 
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podfa presentarlos como prucha ante los Organos corrcspomJicntc!<r., como fuera necesario 

de acuerdo al curso del procedimiento. Estahan ohligmlos a visitar a los menores internos 

en el Centro de Observación y en los Centros de Tratamiento para ohscrvar las 

condiciones en que se encontraba el menor y la forma en que se cstahan aplicando las 

medidas de orientación y rcinscrción a la sociedad; si se percataba de la existencia de 

alguna irregularidad tenía que notilicarlo al Presidente del Consejo. 
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3.3. POSTURA CRITICA DEI. AUTOR 

Como ha quedado asentad.o a lo largo de este capílulu, la anterior Ley de mcnorc.'i 

infractores poseía características peculiares, alejada radicalmente de los presupuestos que 

regían en mayores delincuente, en materia procesal y sustantiva, pues se deshecho lo 

concerniente al Derecho Penal y se adoptó un sb1cma preventivo especial, partiendo 

fundamentalmente de que el Derecho Penal rcsultn demasiado riguroso y que el menor 

merecía consit.lcracioncs diferentes, un tmto más benigno, tendiente a mcdida.'i de 

seguridad que debían suponer tratamientos de educación y corrección. 

Ahora bien. la oricntacidn de este la orientación de 61c trabajo parte de un 

tratamiento po1fticcrcrimina1, en el cual, se t.:u111.:il1~ la idea :.!:: qm.~· ~1 Orrccho Penal es 

un instrumento que posee el Estado como solrn.::ilSn extrema de organi1~1ción, en distinta 

instancia del control social, esto es, que la rcaccüSn del E!l1aLlo frente al delito y al 

delincuente, sólo <lchc aplicarse en aquellos caso en que de no haccilo, la vida en 

sociedad se tornatia imposihlc y se rompería el equilibrio necesario para una vida común 

y segura, motivo por el cual rechazó la idea de que el Estarlo intervenga en un caso en 

que existan soluciones diversas y menos extremas. 
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Ahora bien, la orientación de este trabajo parte de un tratamiento polfticn-criminal 

en el cual, se concihe la idea de que el Derecho Penal es un instrumento que posee el 

Eslado como solución extrema de organiz.ación, en <fütintas instancias del control social, 

esto es, que la re:icción del Estado frente al delito y al delincuente, solo dehe de aplicarse 

en aquellos casos en que de no hacerlo, la vida en sociedad se tornaría imposible y se 

rompería el e.quilihrio necesario para una vida común y segura, motivo por el cual, 

rechazó la idea de que el Estado intctVcnga en un caso en que existan soluciones diversas 

y menos extremas . 

Planteado lo anterior, es necesario insistir en que el régimen jurídico a que era 

sometido el menor en la derogada Ley de 1974, tuvo por objeto promover In 

readaptación social de los menores de 18 años de edad que infringierJn las Leyes 

Penales, loo;; Ree,1amentos de Policía y Buen Gobierno o que manifc~1a5Cn otra forma de 

conducta que hiciere presumir fundadamcntc, una inclinación a causar daño a sf mismo, 

a su familia o a la sociedad. 

Por otra parte, recuérdese que el fundamento que motivó a esta Ley. residió en que 

el menor no era sujeto de Derecho Penal, dado que este era exclusivamente para los 

adultos, en vinud de que el menor infractor requería de un derecho o régimen especial, 

basado en medidas de seguridad preventivas y educativas, por tanto, se postuló que la 

reacción del Estado era benéfica y protcctorn. 
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Ana1i1.ando estos prcsupue~1os, es claro y evidente que la ley antcrinr di'itaha en sus 

ohjetivos y Jos efectos que producía, daUo que el Consejo Tutcl:1r di.: Menores 

Infractores de 1974, intervenía en aquellos ao;;untos prcvisrns poi d artículo '.! ~ d~ la 

referida ley, mismos que eran: 

1.- Cuando infringfan 1as leyes penales.- En C!-.1c caso no hay dmla que el menor 

que priva <le la vida, se apodera <le cosas ajenas (muebles), uhtiene «\pula por mc<lio <le 

violencia física o mora1, el E.'-.tatlo tiene que intervenir en estas conductas que revisten 

relevancia penal para lograr 1a convivencia social. 

2.- Cuando infringían el Reglamento <le Policía y Buen Gohiemo.- V.O. Formar 

pane de grupos que causaran moblias en lugares púhlicos o por la proximidad de los 

domicilios, que escandalicen horren o alteren los nt.imcros con que están marcadas las 

casas. Conductas similares a las anteriores que, en tratándose <le adultos, se sancionahan 

y sancionan como faltas adminblliili\a:.; y com~.:en de ellas los Jueces calificadores, son 

tratadas en forma diferente a cuando intervenfa un menor ya que a éste no se Je 

sancionaha por medio de una multa, sino por el contrario, intervenía el Consejo Tutelar a 

quien no le importaba la "faUa de 1a conducta". sino que, lo que le intcrcsaha era conocer 

la per~ona1idad del mennr, por medio de los estudios de personalidad que se practicaban 

en el Centro <le Observación y si el Consejero opinaba que el menor requerfa de un 

tratamiento en un centro asistencial cerrado, quedaba sujeto a un intemamicntn. 

Sobre el particular, al re<:ahar información para la elahornción de este trabajo, 

transcribo el caso que sohrc el particular refiere Zaffamni, en su obra "Manual de 

Derecho Penal" •en el año de 1967, luego de una larga trayectoria de Tribunales 

Tutelares de Menores (desde 1899), La Corte Suprema de Jos E.E.U.U. declaró 
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inconstitucional la Ley de New York que privaha de defensa a los menores. has:índo.\c 

en el ca'io de un menor de 15 años, el cual fue acusado vcrha1mentc por una vecina de 

profcrirlc indecencias tclcf6nicamcntc, a quien después de una hrcvc audiencia -sin 

defensa- (dado el carácter tutelar del Trihunal) se le sometió a intcmaci<ln hasta la 

mayoría de edad, privándoscle de la hhcnad de 6 año~. fA.Jf un hL'-Cho que, si !o hulli1.t~·e 

cometido un adulto, sólo se le hahrfa sancionado con una pequeña multa". Claro que este 

caso resulta dramático, pero quién no nos a¡¡cgura que lo mismo huhicsc sucedido en 

nuestro Consejo Tutelar, dadas las amplias facultades del Consejero, en virtud de que no 

se limitahan sus decisiones. 

3.- Tamhién intervenía el Consejo Tutelar en el caso de que el menor manifostará 

otr'.t forma de conducta que hiciere presumir fundadarncntc, una inclinación a causar 

dai\os, a sí mic;mo, a su familia o a la sociedad. Esta hipótesis en particular me parece 

atentatoria de Garantías Individuales, toda vez que nuestra Carta Fundamental, sci\ala en 

su articulo 1 ~ que: r En Ju~ E!'il.1Jo.-. Unidos M..::d::!!nC!'.: tnd<J individuo en111rá de las 

garantías individuales 4,UC otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni 

suspenderse, sino en los casos y con lac; condiciones que ella misma establece." y el 

articulo 22 del Código Civil establece que "La capacidad jurfdica de la.< personas físicas 

se adquiere por el nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el momentn en que 

un individuo es concebido, entra bajo la protección de la ley ... • por tanto y al confrontar 

ambos preceptos se advierte que persona, no es él mayor de 18 afios, sino todo sujeto, en 

términos del articulo 22 del Clldigo Civil y por ende, aún los concebidos están 

amparados con.~titucionalmentc; ahora bien, y por otra parte la Carta Magna señala en 

los artículos 14 • párrafo tercero que " En los juicios del orden criminal queda prohibido 

imponer, por simple analogía y aún por mayorfa de r.u.ón , pena alguna que no es1é 

decretada por una ley exncL1mente aplicable al delito de que se trata ... " y en su artículo 
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16" que " ... No podrá lihrarsc ninguna orden <le aprehensión o detención, sino por la 

autoridad judicial, "iin que preceda denuncia, acusacitin u querella de un hecho 

determinado que lc1 ley caMiguc con pena cnrpoml. y sin que estén apoyadas aquellas por 

declaraciones, hajo protesta, de persona digna de fe u por otros datos que hagan probable 

la responsabilidad del inculpado, hecha c,;;ccpcit~n de flagrante delito en que cualquier 

persona puede aprehender al delincuente y a su~ Cljmpliccs ... " así como en el artículo 

18 que dispone: "Sólo p<1r delito que merezca pena corporal hahrd lugar a prisión 

preventiva ... ". De la lcctum de estos prD.:cptos, y en particular a los subrogados se 

puede apreciar que se alude a hechos prc\istos por la ley como delitos, en los cuales no 

cahc la hi(>Ótc~is "circunstancias que hagan presumir fundamentalmente una inclinación a 

causar daños, a sf mismo, a su familia o a la srn:1cda<l". por ende c!ie presupuesto e.s 

contrario al postulado universal "Nullun Crimen, Nulla Pocnc Sine Lcgc", ya que se 

dejaha al arhitrio <lcl Consejero calificar y "tipificar" (facultad propia <lcl Poder 

Legislativo) cuales eran circunstancias presumibles de causar daño, puesto que, términos 

tan ambiguos como "cualquier otra circunstancia", "que haga presumir" amén de 

imprecisos, parecían retomar el camino de aplicar una medida de seguridad SIN 

CONDUCrA, es decir, el Estado podía actuar, por el simple hecho de considerar que el 

menor fuese potencialmente peligroso. llegando al ahsurdo de "aplicar mcdi<la.s" por la 

forma de ser o de pcn!>ar de un menor, di!->cur~o que ~olo se justifica en Estados 

Totalitarios, que desprecian los más mímmos derechos humllflos. Por lo anterior, C!-1 

ohvio que conforme a la Ley <le Menores de 1974, el menor "infractor" no estaba en 

ventaja <lel adulto <lclincuentc, pues en tanto que aquél podía ser snmrti<lo a un 

internamiento "educativo", para contrarestar el estado de peligro, este (el adulto), con 

hase en el artículo 14 Constitucional, sabía (y sahe) que no puede impulárscle un hecho 

que no esté catalogado como dclilo en la Ley Penal; además <le lo anterior, el Consejo 

Tutelar intcrvcnfa en los supuestos de delitos o infracciones al reglamento de Policfa y 
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Buen Gobierno, donde actuaha cuando el menor se cncontraha en cst:1d(l de peligro. con 

las desventajas a que ya he hecho referencia. Notcsc ª"'que al menor no se le aplicaba 

un régimen más benévolo, como lo ~stuvicron lm autorc' lle! proyecto de Ley l¡uc se 

analiza, sino por el contmrio, con la hipótesis de Estado Peligroso, se contrarcstahan las 

garantías constitucionales, concretamente en C\1c caso. la <le Seguridad Jurídica, en su 

principio •no hay crimen, no hay pena, sino hay ley", gamntfa que dehc regir para toda 

persona y no solo para el adulto, ponicndosc lle manifiesto con lo anterior que la 

intcrvcncil~n del Estado -por com.luctn del Con~cjo Tutelar- era atentatoria de los 

derechos públicos-subjetivos de los menores. 

Con relación al procedimiento que se seguía en materia de menores, este era 

congruente con .sus fundamentos, es decir, se caracterizó por la ausencia de garantías, 

entronizando el sistema inquisitivo, que no es propio <lcl régimen que consagra Ja 

Con"'1itución, pues recuérdese que el Con.\:cjcro tenía amplias libertades decisorias, 

valoraba libremente y al resolver en sesiones, é.<.itas tenían carácter secreto; de igual 

forma debe hacerse un paréntesis para apuntar que el Consejo Tutelar de Menores, 

dependía del Ejecutivo (Secretarla de Gobemaci1ln). así como todo su organismo 

(Consejero, Promotor, Consejero Técnico, cte.), concentrándose por ende todas las 

funciones (decisoria, de defensa, acusación y de ejecución de la sanción) en ese solo 

órgano, con lo que además <le ser propio de un Sistema Inquisitivo, rompía con el 

principio de DivisMn de Poderes que consagra nuestra Constitución, el cual fue uno de 

los máximos logros de la Revolución Francesa, con el derrocamiento de la Monarquía y 

cuya finalidad radicó precisamente, en dcsconccntnir todas las funcione.~ -Legislativa, 

Ejecutiva y Judicial- de una sola persona u organismo, a Poderes representativos, 

independientes y soberanos, para evitar así el abuso y los excesos que trnfa cunsigo el 
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poder ahsoluto y esta división de poderes se traslada a lodos los ámbilos de las funciones 

estatales, tan c.s as! 4ue en materia de adultos se consagra dicho principio en el articulo 

21 de nuc.stra Carta Mugna, el 4ue reu: 

"La imposici<ln de las penas es propia y exclusiva de la au1oridad judicial. La 

persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público ... ". 

Notcsc entonces que el adulto tiene como garantía que scni juzgado por un órgano 

imparcial. independiente del que lo acusa. Base de la que carecfa el menor, puc.ii la 

autoridad encargada de imponer la medida de seguridad, as! como la encargada de "velar 

por sus intereses" dependían de un solo organismo, denominado Consejo Tutelar, el cual 

concentraba las facultmJcs decisorias, de defensa y acusación, en sus manos, y con ello 

no podían aducirse "ventajas" o "Ocncficios" con relación al adulto que delinque, en 

pocas palabms se carecía de una real divishln de poderes y su consiguiente garantía de 

imparcialidad. 

En lo que concierne a las medidas de seguridad que determinaba el Consejero en su 

resolución final, se establecía -entre otras- el internamiento, previendo de igual forma esa 

Ley en su articulo 61 : 

"Art. 61.- Para la rcadaptacil1n social del menor y tomando en cuenta las 

circunstancias del caso, el Consejo podrá disponer el internamiento en la institución que 

corresponda o la libcrtm..I, que siempre será vigilada. En este último calio, el menor será 
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enlregado a quiénes ejen:an Ja palria potestad o Ja tutela o será colocado en hogar 

sustituto. 

La medida tendrá dur.tcitln indetenninada y quedará sujeta a Ja rcvisilln prevista en 

Ja presente ley, sin que el procedimiento y medidas que se adopten puedan ser alterados 

JK;r acuerdos o soluciones de trihun:1Jcs civiles o familiares". 

Al respecto dehc quedar clarn Ja gran diferencia enlre la sanción que se Je impone 

al adulto y la que se ::Iplicaba al menor en el régimen tutelar de 1974, pues la 

indetenninación que se analiza, suponía que podía estar sometidos a trntamiento por 

poco o mucho tiempo, es decir, sin limite, Jo que admitía la posibilidad de una larga 

duración, en la hipótesis de que "respondiera al trntamiento"; en cambio el adulto 

compurga su condena entre un mínimo y un máximo, que el Juez resuelve de acuerdo a 

la culpabilidad del acto que cometfo, así como los presupuestos que marca el articulo 52 

del Código Penal. 

Con la anterior confronl:l.ción, no es dif(cil conduir que "d régimt!n tutelar" en este 

aspecto • tampoco bcneficiaha al menor, aún en el supuesto y bajo el discurso de que se 

convenciera al menor que "su internamiento -en pocas palabra'i la privación de su 

libertad- era un intento de curación, mcjorfa, educación, cte ... ". Considero que en estos 

casos los menores de 18 años de edad, hubiesen prcfCrido conocer cuales eran 

concretamente las prohibiciones, donde estaban establecidas y en el caso de infringirlas 

sahcr, por cuanto tiempo estarían sujetos a la medida impuesta; en resumen, tratándose 
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de sancMn. C.'\ ohvin que el menor cstaha en desventaja frente al adulto. ante estas 

medidas de carácter indctcnnin:u.ln, pues no pareciere hcncficioso suponer que era má.c;; 

atractiva una medida sin pla10, a una pena con fecha de cxpcdicil\n. 

Por lo que respecta a las me<lida"i de seguridad, cun•ddcro 4uc hay una confusMn de 

presupuestos que parten de la conccpci6n tilo.:;mica de la teoría de la pena. dado que 

cuando se hahla de esta, surge la idea de ca"itigo, de rctrihuir mal por mal, fundamento 

que tiene antecedentes hChlicn'\ y que fue 'º'tendida hw·.1a la denominada Teoría 

Ahsnluta de la Pena - dclitacan entre sus scguidorc"i Kant-. Pn"iterinrmcntc a C\ta 

posición, surge la llamada Teoría de la Prevención F\pccial, donde "iC intenta dar a la 

"pena" carácter de educativo, socialindor. Posteriormente y dado que el t~rminn "pena· 

resulta desagrJdahlc, los partidarios: <le esta Teoría camhian el término por "sanción", 

para ali( quitar la idea de rctrihucil~n que hast3 entonce' 'e hahía 'º'tenido; en amho"i 

la Teoría Ahsntuta de la Pena no tiene contenido, má." que el "ojo por ojo, diente por 

diente" esa privación de libertad, parn la Tcoña de la Prevención Especial, se encamina 

a la resociali7.acil~n "rcins:crchSn" y educación del delincuente. 

Ahora hicn, tratándose de medidas de seguridad, C'i la connotación que los 

'ieguidore.'i de la Teoría de la Prcvcncilin E"flCCial otorgan a las sanciones a aplicar a los 

inimputahles, ya se.an menores de edad o hicn personas que no tiene la capacidad de 

comprender. atr.:ndicndn a que 'iu voluntad no c'i libre, dchido a algún tra"itorno <le índole 

mental. 
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He aquf por to que opino <.JUC ha cxi!-ltiJo confu.'iiün; pues por una parte, el hL'l'ho 

de que la sancilSn a un menor sea <lctcrmin.mJa, no ello te quita et carácter cduc<1tivn a la 

misma, incluso cahc recordar que el artfcult1 18 constitucional cstahlccc -y no sdlo 

tratándose de menores, sino tnmhién de adultos- el carácter .'\ociali111dor y educativo dl! la 

sanción, motivo por el cual el hecho Je camhiar el título "pena~ por "mcJida de 

seguridad". no resulta suficiente, ni tampoco conveniente para la aplicachln de las 

medidas indeterminadas, pues evidentemente la mLxh<ld de intcrn:unientn '\Uponc una 

privación de lihcrtad que solo puede ser valorada por quien la pmkcc mas no por quien la 

impone y por ello no queda ju~ti ticada Ja im.lctcrrninacilin de la medida. 

En este orden de ideas y parn finaliwr el :t"iJX.'Cln que se trata, el segundo 

inconveniente que se observa en cuanto a la aplicacil~n de una "medida", y sin que resulte 

aventurada mi afirmación considero que el l\rgano encargado t.lc aplicarla, es decir, el 

Consejo Tutelar. era una autoridad no legitimada para imponerla. Ciertamente el articulo 

21 constitucional establece: 

De Ja lectura del texto anterior se dc\vrcndc que únicamente Ja autoridad judicial 

esta facultada para imponer una pena, en tanto que, el Consejo Tutelar era una autoridad 

administrativa Ji.:pcndicnte del Ejecutivo, consccucntcmcntc, sin facultades punitivas 

constitucionales; y si como acaho de demostrar et cambiar el término "pena" por el de 

"medida de seguridad" corrc."ipondc exclusivamente a posicione.<.; idcokSgicas enmarcadas 

en la Teoría de Ja Pena: Hamasc pena propiamente dicha, para la teoría ahsoluta; sancil}n, 

para la Teor(a de la Prevcncil~n Especial, con .'>U consecuente suhdivisión en la que se 

ubican las medidas de seguridad para inimputahlcs. No ohstar.1e, al tratar de reconciliar 
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amhas posturas, se les asigna un contenido educativo; por ello no es constitucional el 

Consejo Tutelar como instancia para la aplicacitln de "medidas" pues esa función esta 

reservada c'trictamente al órgano judicial. 

Los inconvenientes que han sido ahordados en el desarrollo de este apartado, 

aparejahan una natural y constante violación al Derecho a la Defensa en el menor; pues 

por una parte, al aplicarse un procedimiento con claros matkcs inquisitivos, en el que la 

autoridad encargada de "velar" por los intereses del menor, reprcsentmla por la figura del 

Promotor dependía del mismo órgano encargado de decidir su situación, circunstancia 

que incgablcmcnte rcstaha imparcialidad, ya que el Promotor no era parte en ci procc.\U, 

sino un engrane del mismn organismo denominado Con"icjo Tutelar. 

La funcil'in <tcl promotor. no era la de demostr Jr la imx:cncia del menor, sino la de 

asegurarse de que la medida impuesta al menor fucrn efectiva y suficiente para lograr los 

fines para los cuate.• fue creado el Consejo Tutelar en 1974, que eran precisamente lograr 

la "RECUPERACION DEL MENOR", sus funciones -sui gcncri<- que no quedaban 

claras en el tcx.to de la ley; ya que si hicn .'le :-.opone que una de sus labores era la de 

proponer pruehas y formular alegatos, en ningún momento se especifictl si estas deberían 

ser a favor o en contra <lcl menor. Baste recordar que además de la figura del Promotor 

no existía alguna otra que equilihrasc el proceso que se le seguía al menor; por ello, no 

dehe descartarse que el promotor fungiera ya como órgano de defensa o hien, de 

acusación. 
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Asimismo, atendiendo al contenido de la Ley, la única persona que cstaha en 

aptitud de velar por los intereses del menor cm precisamente el Promotor, vedándose de 

esta fonna la.• posibilidades de que el menor, sus padres o representantes. nomhrarnn un 

abogado o persona de confian1.a que lo patrocinara durante el curso del proceso; 

conculcandose asf la garantía que a toda persona confiere la fracción IX del artículo 20 

Constitucional. 

Por otra pane el menor no goz.aba de la posibilidad de solicitar la lihcnad cauciona( 

en términos de la ftacción 1 del artículo 20 Constitucional; pues recuérdese que en la 

resolución inicial solamente habla tres posibilidades de entre las cuales el Consejero en 

tumo debla determinar: 

a) Libcnad incondicional; 

b) Libcnad a disposición. Cuando el menor quedaba bajo la tutela de los padres o 

quiénes ejercían la patria potestad, sujeto al Consejo Tutelar para la continuación 

del proceso 

e) Internamiento en el centro de observación 

En los dos primeros casos, no hay duda que nn era necesario go1.ar del beneficio 

que se analiz.a, pero en el tercer supuesto, dado que la ley de 1974, no especificaba en 

que casos -ya que todo era a juicio del Consejero- el menor podfa ser internado en el 

Centro de Observaciones, se le negaba csu1 garanúa, pues podía darse la hip<ltcsis de que 
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un menor que huhicsc violado el Reglamento de Policía y Buen Gohicmo quedase sujeto 

a internamiento, o hicn que al infringir la norma penal, la pena hipotética a imponer -a 

un adulto- no excediese de 5 años, pero en tanto que el adulto goza plenamente de esta 

garantía, el menor, en la ley de 74, no tenía si4uiera la posihilidad de hacerla valer 

dchido a I"' faculL1des amplias y discrecionales del Omsejcro, y que además no se 

observa del contexto de esa ky que el PROMOTOR pudiera recurrir i.::!\a rc~ulución 

inicial de internamiento, o hicn que éste ~olicitara ese hcnctido constitucional, pues ni 

siquicrn se advierte que se contemplará la obtención de ese derecho. 

Por lo que se refiere a las íracciones IV y Vil del multicitado artículo de la 

constitución en cuanto a 4ue será careado con los testigos que depongan en su contra, los 

que declararán en su presencia, para que pueda hacerles todas las preguntas conducentes 

a su defensa y le scnin facilitados todos los Uatos que solicite para su defcn.1W.1 y que 

consten en el proceso; es evidente que en cuestión de menores C.\10 no era llevado a cabo 

ya que en primer lugar el menor no podfa defenderse por si. J.IUí :iU:i farrjli:!res n su.it 

representantes, dado que la única persona que podía hacerlo era el promotor por lo que 

en esas cnndicioncs, le rcsuhahan vedadas las po.'iibitidadcs de ser careado con los 

testigos que deponían en su contra y para lo cual te era innecesario que se le facilitaran 

los datos para su defonsa. ya que no p1..xlía hacer uso de ellos. 

De igual manera la garantía contemplada por la fracción V Constitucional ésta no 

se llevaba a cabo en materia de menores, ya que si bien es cierto que el promotor se 

hada allegar de pruebas, en ningún momento le era permitido al menor nombrar a sus 
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testigos u ofrecer las prueba.s que a él, a sus padre.' o representantes, les parecieran 

idóneas para el esclarecimiento de los hechos que se le imputaban al menor. 

La garanúa contemplada en la fracción VI de la Constitución al igual que las 

mencionadas, no eran llevadas a caho, dado que en ningún momento hahfa una audiencia 

pública. 
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IV. SITUACION ACl'UAL DEL MENOR INFRACTOR A LA 1.lJZ DE 

LA LEY DE TRATAMIENTO DE MENORF.S INFRACTORES PARA EL 

DISTRITO FEDERAL CON VIGENCIA A PARTIR DE MARZO DE 1992. 

4.1. BASES QUE SIRVIERON PARA LA ELABORACION DE ESTA 

LEY. 

El 24 de diciemhre de 1991, se puhlie<I en el Diario Oficial de la Fcderaci<ln 

la "Ley para el tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en 

Materia Común y I""" toda la RcptíMic' rn Materia Federal", cuya finalidad, 

reside en reglamentar la función del Estado en la protección de los derechos de los 

menores; así como la adaptaci6n social de aquéllos, cuya conducta se encuentra 

tipificada en leyes pcnalc.• fedcralc.• y del Distrito Federal, según reza el Artfculo 

1 • de la mencinnada ley. Esta ley qui.! cntni L'O vigor a los 60 <lías siguientes de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación, y con la cual se abrngó "U1 Ley 

que Crea el Consejo Tutelar para Menores Infractores del Distrito Federal", 

publicada en el Diario Oficial del 2 de agosto de 1974. La nueva Ley tiene como 

sustento. diversos documentos internacionales en materia de menores. como to son: 

la compilación de documentos de la Organización de la• Naciones Unidas, asf 

como algunas orientaciones producto uc la Convención de his Derechos del Niño, 

adoplada en la Ciudad dc Nueva York el 20 de noviembre de 1989. 
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La organi1.acidn de Naciones Unidas, atenta siempre a los derechos que debe 

tener toda persona del orhc, y cuyo interés !o.e refleja en diverso'\ declaraciones 

como lo son: "1..a dcclaracilin Universal de los Derechos Humanos", "El Convenio 

Internacional de Derechos Civiles y Políucos", "El Convenio Internacional de 

Derechos Humanos, Ecundmicos, Sociales y Culturales". "Las Reglas Mínima'I 

para el Tratamiento de Rcdusos", etcétera; por lo que respecta a los menores, 

recogió diversas propuestas de Organbmos preocupados tic la materia, siendo asi 

que Naciones Unidas adophj en el Séptimo Congreso para la Prevención del Delito 

y Tratamiento del Delincuente, celehrndo en Milán, Italia en 1985, el ifütrumento 

elahorado en Pekín capital de la Repúhliea Popular China, en mayo de 1984, 

denominado "Rcgla'i de Dcijing", que consagrn a Jos menores, los más elementales 

derechos procesales que, por la orientación paternal y tutelar, que servían de 

fundamento a diversas legislaciones mundiales, se negaba al menor tales derechos. 

Las reglas de llcijing. rcsuhan de especial relevancia, ya llUC alejándose 

radicalmente del criterio criminológico y de lai; características con Jai; que contaba 

el Consejo Tutelar en maleria procedimental, donde no imporlaha tanto que la 

conducta del menor revililiern e~rácter penalmente rclc\'ante, sino apuntaba a 

criterios pcligrosistas en los cuales se aplkaha la medida de seguridad por las 

caractcrística'i del sujeto, es decir, por su forma de ser o vivir, motivo por el cual, 

al suscrihirsc este documento, se pone de manifiesto que -tratándose de menores, al 

igual que para adultos- debe reconocerse: la prc.111nci6n de inocencia (principio que 

dche defender todo Estado democrático); el derecho a ser notificado; a no 

incriminarse; a ser asesorado y representado; a presentar pruebas; a confrontarse 

con lai; personas que deponen en su contra; a recurrir el fallo; en fin, se 
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promulgaron una serie de derechos tendientes a la dignilicaciiln del menor y que 

antes de la redacción de este documento le estaban vedados. 

Otro de los documentos que sirven de hase a la nueva lcgi!-ilación de menores 

en materia común y para toda la Rcpúhlica en el fücro Federal, lo contienen las 

"Directrices de Riad", presentadas para ~u aprnhacilln, en el Octavo Congreso de 

Naciones Unida~ para la Prcvencitin del Delito y Tratamiento del Delincuente, 

celebmdo en la Ciudad de La Habana, Cuba, en sepliemhre de 1990, mismas que 

fueron aprobadas por unanimidad en la Cuadrngé,ima Quinta Asamblea General, 

de la Organi1.aci1Sn de Nacionc.\ Unida-.. en diciembre del mi~mo año. 

Este último documento. rcprc~cnta una gula para la plancacidn y ejecución de 

planes para la prcvcncitÍn. nrkntados din.x.tamcnte al problema de menores 

infractores, analizando los procesos de sncialin1ciün donde el menor se encuentra 

inmerso, ya en el ámbito familiar. escolar, comunal. de mcdms de comunicaCilSn u 

otro. Las directrices, insisten en la necesidad de una correcta legislación y 

administración de justicia de menores. 

El tercer documento fue discutido en el Octavo Congreso Je Naciones Unidas 

para la Presunción del Delito y Tratamiento del Delincuente Celebrada en La 

Habana, Cuha, en septíemhrc de 1990 y se denominó "La.\ Reglas de las Naciones 

Unidas pam la Protección de los Menores Privados de la Libertad", siendo 

aprobado en la Cuadragésima Quinta Asamblea General de la Organi7.aci6n de 

Naciones Unidas en diciembre <le 1990. 
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Las reglas para la Protección de los Menore' privados de libertad, 

complementan las Reglas de Bcijing, puesto que norman la situación de los 

menores detenidos o internados para tratamiento, y dcscrihcn además, la forma co 

que deben administrarse los centros de menores, úcsdc el momento en que 

ingr<San, h3S!3 cuando recuperan su libertad. 

Sobre la Convencitln de los Derechos del Niño, cuyo contenido alcanzó el 

carácter de Decreto obligatorio en términos del artículo 133 de nueslrll Cana 

Magna, recoge las ratificaciones de los tres documentos mencionados, en el sentido 

de que los menores deben ser tratados con la mayor con<idcradón y, que deben de 

gornr de todas las garantías y derechos de que disfrutan In' adul:n'. 

Por lu anterior, es pred<:1mente el Decreto Promulgatorio de Ja Convencido 

sobre los Derechos del Niño, el documento en el que centraremos nuestra atencidn, 

concretamente en sus anfculo 37 y 40 por contener la situación de los menores que 

han infringido las leyes penales y que por tanto, tendrán que enfrentarse a la 

justicia de menores. 

Así las cosas, tenemos que los artículos 37 y 40 del Decreto Promulgatorio a 

comento textualmente expresan lo siguiente: 

"ARTICULO 37.- Los Estados Panes velarán por que: 
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a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes. No se impondrJn la pena capital ni la de prisión 

perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 

anos de edad. 

b) Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La 

detención, el encarcelamiento o la prisión de un niílo se llevará a cabo de 

conformidad con la ley y se utiliwr:i L1n sólo como medida de último recurso y 

durante el período mas breve que proceda. 

c) Todo niño privado de libertad será tratado con la humanidad y el respeto 

que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan 

en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño 

privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere 

contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su 

familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias 

excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la 

asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, asf como derecho a impugnar la 

legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad 

competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha 

acción.". 

"ARTICULO 40.-
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!.- Los Estados Partes reconocen el derecho de todo nifto de quien se alegue 

que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber 

infringido esas leyes a ser tratadn de manera acorde con el fomento de su sentido 

de la dignidad y el valor, que fonalc,ca el respeto del niño por los derechos 

humanos y las libertidcs fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta 

la edad del nii\o y la importancia de promover la rcíntcgrnciJn del nil1o y de que 

éste asuma una función constructiva en Ja sociedad. 

2.- Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los 

instrumentos internacionales, los Estados Partes garanti1.aráo, en partkular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, 

ni se acuse o declare culpable a ningún níiio de hahcr infringido esas leyes, 

por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o 

internacion:i.!r<;; en el momento en que se cometieron; 

b) Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes 

penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por 

lo menos, lo siguiente: 

1) Que se le presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad 

conforme a la ley; 

11) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea 

procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los 

cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurf<lica u otra 

asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; 



88 

Ill) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u 

órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia 

equitativa conforme a la ley. en presencia de un asesor juódico u otro upo 

de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario a1 

interés superior del nifto, teniendo en cuenta en particular su edad o 

situación y a sus padres o representantes legales~ 

IV) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse 

culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo 

y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en 

condiciones de igualdad; 

V) Si se considerare que ha infringido, en efecto, la.s leyes penalc.,, 

que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán 

sometidas a una autoridad y órgano judicial superior competente, 

independiente e imparcial, conforme a la ley; 

VI) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si 

no comprende o no habla el idioma utilii.ado; 

VII) Que se respetará plenamente su vida privada en todas la.s fases 

del procedimiento. 

3. Los Estados Panes tomarán todas las medida.s apropiada.< para promover el 

establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos 
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para los niños de quiénes se alegue que han infringido 'ª' leyes penales o a quiénes 

se acuse o declare culpahlcs <le hahcr infringido esas leyes, y en particular; 

a) El estahlccimicnto de una edad mínima antes de la cual se 

presumirá que los nii"ms no tiene capacidad para infringir las leyes penales; 

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas 

parn tratar a esos nii\os sin recurrir a procedimientos judiciales, en el 

entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las 

garantfas legales. 

4.- Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las ordenes de 

orientación y supcrvisil5n, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocacidn en 

hugarc.\ Je gua1Jd, lu~ prugnu11.1.\ J¡; c11.\ciia111.d y íu1m¡1(i~í11 pwÍc.\ium1J, d.\Í 1,;0111u 

otras posibilidades alternativas a la intcmacián en instituciones, para asegurar que 

los niüos sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde 

proporción tanto con StL'i circunstancias como con la infracción .... 

Ahora bien, si centramos nuestra atención a estos documentos y en especial al 

Decreto Promulgatorio de los Derechos del Niño, que como ya se dijo, tiene 

carácter obligatorio para la Fcderaci1ln, y dado que fueron estos, los que inspiraron 

la reforma a la Ley de Menores en México en 1992, cuyo fin aspira a un derecho 

de menores en materia penal. que alcance a una verdadera seguridad jurídica y la 

consiguiente justicia de menores, pasaremos a continuación al análisis de •La Ley 

para tratamiento de Mcnorc.1t Infractores para el Distrito Federal en materia Común 

y para toda la Rcpúhlica en materia Federal"; pues recuérdese que la 3nterior ley, 
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aplicable a los menores infrnctorcs, carecía de las mínimiL~ garnntfas para c1 menor, 

puesto que, en primer término, abarcalla hipótesis rcfc1cntc"' a los casos en que 

intervenía el Consejo Tutelar que rcsultahan atentatorias al principio <le seguridad 

jurídica consagrada en el artfculo 14 Con.,titucional ya que imponfan medidas, sin 

que el menor llcvard a caho conductas con relevancia penal, donde adcm<is se 

negaba el derecho a la defensa bajo un procedimiento inquisitivo, donde un solo 

órgano -dependiente del Ejecutivo- llevaha a caho la' tres funciones, de decisión, 

acusación y defensa, siendo que estos dos últimos encargos, cstahan encomendados 

a la figura del "Promotor" cuya caracterfstica sui gcncris, rompfa el cquilihriu 

procesal, y con ello, como se ha venido rcliricndo, era \'iolatoriu de los derechos 

públicos subjetivos del menor, motivo por el cual se hacía nccc."3.ria una reforma, 

siendo así, que ahora solo basta confrontar si la vigencia de la nueva ley, cumple 

con los lineamientos del Decreto Promulgatorio de los Derechos Niños, ame tu<lo 

en lo que concierne al derL'Cho a la defensa, que en este trabajo nos ocupa. 
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4.2 ANALISIS ESTRUCTURAL Y FUNCIONAL DEL CONSEJO DE 

MENORES 

El prc-scnte subcapítuln, tiene como finalidad única y exclusivamente, 

mostrar la estructura funcional y los aspectos sobresalientes en materia procesal, 

por lo que del análisis de la ley vigente encontramos que: El Consejo de Menores 

contará con; un Presidente del Consejo; una Sala Superior; un Secretario General 

de Acuerdos de la Sala Superior; los Consejeros Unitarios que determine el 

presupuesto; un Comité Técnico lnterdiseiplinario; los Secretarios de Acuerdos de 

los Consejeros Unitarios; los Actuarios; hasta tres Consejeros Supernumerarios; la 

Unidad de Defensa de Menores; las Unidades Técnicas y Administrativas que se 

determine entre ellas la unidad encargada de la prevención y tratamiento de 

menores. 

El Presidente del Consejo, los consejeros, el Secretario General de Acuerdos 

de la Sala Superior, los Miembros del Comité Técnico lnterdisciplinario, los 

Secretarios de Acuerdos y los Defensores de Menores, deberán ser me•icanos por 

nacimiento, en pleno ejercicio de su.< derechos civiles y políticos; no hahcr sido 

condenados por delito intencional, poseer el útulo profesional que corresponda a la 

función que desempe~e y que el mismo esté registrado en la Dirección General de 

Profesiones, tener conocimiento especializ.ado en materia de menores infractores 

acreditándolo con una constancia. El Pre.sidentc del Consejo, los Consejeros, el 

Secretario General de Acucrdns, los Titulares del Comité Técnico lntcidisciplinario 
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af'ios y tener por lo menos tres anos de ejercicio profesional, sus fünciones 

terminarán a los setenta años. El Presidente del Consejo de Menores, deberá ser 

Licenciado en Dcre<:ho. 

El Presidente del Consejo tiene como atribuciones entre otras; representar al 

Consejo y presidir la Sala Superior; designar a los Conscieros que desempeñen las 

funciones de Visitadores, conocer y resolver las ohscrvacioncs propuestas por éste, 

establecer los me<:anismos para el cumplimiento de las atribuciones de la Unidad de 

Defensa de Menores y vigilar su buen funcionamiento; vigilar la aplicación de la 

ley para menores y los ordenamientos aplicables. 

La Sala Superior está integrada por tres fü:cudados en D~r('Clm, uno e.e; el 

Presidente del Consejo y presidirJ la Sala Superior; conocerá y resolverá los 

recursos que se interpongan contra las resoluciones iniciales y definitivas; el 

Presidente de la Sala Superior, reprc.,enta a la Sala. Los C011'ejeros integrantes de 

la Sala Superior asisti1án a las sesiones de la Sala y emiti1án su voto libremente, de 

acuerdo con los tumos establecidos tendrán que fungir como ponentes en los 

asuntos que les corresponda y prc.>entar el proye<:to de resolución de los mismos. 

El Secretario General de Acuerdos de la Sala Superior acordará con el 

Presidente de la Sala Superior los asuntos de su competencia. La Sala Superior y 

el Comité Técnico lntcrdisciplinario sesionará de manera ordinaria dos veces por 
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semana y de manera extraordinaria las veces que sean necesarias y se requiere la 

concurrencia de las do~ tercera~ partes de sus intcgmntes, 

Los Consejeros Unitario'\ reso1vcrán la ~iluación jurfdic(! del menor dentro del 

plazo de cuarenta y ocho horas. o en 1a ampliacMn solicitada la que no excederá de 

cuarenta y ocho horasl d1drn rGsoluch.ín «! har:i por cscrilo, esta rcsolucidn se 

notificará a Ja autoridad rcs('l.ln!\ah1c de la custodia del menor. se entregará a los 

encargados o a sus representantes legales dentro de la..'i tres hora.\ siguientes al 

vencimiento de los plazo\ indicados: si no hay persona que reclame ul menor. se 

pondrá a disposición del órgano de asisrcncia social. tfojamlo constancia de todo en 

el expediente. s~ encargará de .\Cguir el procedimicnlo y emitir una resolución 

definitiva, hacicmlo una valoración de las pruchas y si el menor cometió o no la 

infraccitSn que se le atribuye y dchc señalar las medidas que se dchcrán d<: aplicar, 

considerando el dictamen emitido por el Comité Técnico lmcrdisciplinario. En los 

casos en que se trate de infracciunes imprudcncialcs o de ilícitos que en las leyes 

penales admitan llbcnm.i provi~ioni-1 ha_io caución, o que en la reso1uci6n inicial se 

declare que no ha lugar a proceder. se entregará al menor a sus rcpresentanlc:s 

legales o encargados, y éstos se uhligan a presentar al menor. cuando sea requerido 

por el Consejo lJnilarío; urdenar se practiquen los estudios biopsícosociales del 

diagoó~tko, otra de las atríhucinnes de los Consejeros Unitarios, es conciliar a las 

partes sobre la rcparaci6n del daño. 

El Cornil~ Técnico lnterdisciplinario estará integrado por un médico; un 

pedagogo; un licenciado en trahajo social; un psicólogo; y un criminólogo de 

preferencia licenciado en derecho, el Presidente del Comité presidirá 'las sesiones 
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del propio Comilé y emitirá los dicL1mcncs tltcnicos corrcspnm..lienlc\, los 

miembros del comité, asistirán a la\ sc\mncs y emitirán \U voto, fungen como 

ponentes en los casos que les turnen, \'alornrnn los estudios hiopsícosocialcs, y 

todos aquellos que c~tén encaminado\ a comx:cr el origen 1.k la comlucta del 

menor, presentar por escrito un proyecto del dictamen técnico, con las medidas que 

se aplicarán al menor orientada'\ a la adaptación de este. y c\'aluar el resultado. 

Los Actuarios se encargan de notificar los acuerdos y resoluciones, en la 

forma estabb:ida, también suplirán las faltas temporales de los Secretarios de 

Acuerdos. 

La Unidad de Defensa de menores será designada por el Presidente del 

Consejo de Menare:-., está a cargo de un Titular y el número de defensores que 

permita el presupuesto. es técnicamente autlSnomo, tiene por objeto defender los 

derechos de los menores en cada una de las etapas procesales, defender y asistir a 

los menores en los ca"ios de violación de sus derechos y en las fases de tratamiento 

y de seguimiento, la asistencia y defensa jurídica de los menores durante las clapas 

de aplicación de las medidas de orientaci<ln, de protección, de tralamiento inlerno y 

externo de las fases del seguimiento. 

La Unidad encargada de la Prevención y Tratamiento de Menores contará con 

una Unidad Administrntiva cuyo objeto será llevar a cabo la' funciones de 

prevención general y especial, así como las relativas a alcan1.ar la adaptación social 

de los menores infractores; la prcvencilSn gcncrnl es el conjunto de actividades 
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dirigidas a evitar conductas que puedan constituir una infracción en las leyes 

penales y la prevención especial es el tratuniento encaminado a impedir la 

reileración de los menores que han infringido las leyes penales. Esta Unidad 

encargada de la prevención y tratamiento de menores tiene como una de sus 

funciones rcali1.ar las actividades operativas y normativa.• de prevcnci<ln, la 

protecci6n de los dcn .. "Chos e intcrc!'tc~ kgflilfülS d.;:: !ns personas :1fectatL1s por lo.ct 

menores infractores, paro lo cual deberán: investigar las infrnccioncs cometidas por 

tos menores turnados por el Ministerio Público, requerir al Ministerio Público que 

sean remitidos de inmediato los menores que sean sujetos de invc.1itigación, realizar 

las acciones tendientes a comprohar la participación del menor en los hechos que se 

le imput.an, tomar declaración al menor en pre..cncia de su defensor, allegarse de 

cualquier medio de convicción mediante el cual se pueda llegar al conüCimiento dt! 

la verdad histórica y ejecuL1f las medidas de orientación, de protección y 

tratamiento que se apliquen, formular alegatos y solicitar la aplic.ación de las 

medidas de orientaci<ln, de protección y tratamiento que correspondan, o en su caso 

promover la suspensión a terminación del proce<limiculu, inlCífJ\Jii.Cí lo;. recursos 

procedentes en cada caso, en reprcscntacidn de los intereses sociales, cuando de la~ 

investigaciones .,e desprenda la participación del menor en la infracción de las leyes 

penales se pondrá al menor a di~posíciún de los Conscjcrns. vigilar que se practique 

el estudio biopsfcosucial, y la fonna do ejecución de las medidas de tratamiento 

ordenadas por los Consejeros Unitarios, para consolidar la adaptación social del 

menor. 

El procedimiento ante el Consejo de Menores comprende de nueve etapas: 

1. Integración de la investigachín de infracciones. 
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2. Resolución inicial. 

3. Instrucción y diagnóstico. 

4. Dictamen técnico. 

5. Resolución definitiva. 

6. Aplicación de las medidas de orientación y tratamiento. 

7. Evaluación de la aplicación de las medidas de orientación y tratamiento. 

8. Conclusión del tratamiento. 

9. Seguimiento técnico ulterior. 

El menor tendrá derecho a la defensa, para ello podrá designar a un 

licenciado en derecho de su confianza, a defenderse por si o por sus representantes 

legales o encargados, los que tendrán las facultades para intervenir durante el 

procedimiento; si no designare, se le nombrará uno de oficio para que le asista 

gratuitamente, en las diversas etapas del procedimiento. Dentro de las cuatro horas 

siguientes a que se ponga el meoor a disposición del Consejo se le hará saber el 

nombre de la persona o personas que hayan declarado en su contra y la infracci<ln 

que se le imputa, así como el derecho a no declarar, rindiendo en su caso 

declaración inicial en ese momento. Se recihirán pruebas y testimonios que se 

ofrezcan para el csclarccirnicnto de los hu:f1l)S, se celebrarán carClls con las 

personas que declaren en su contra. Dentro de las 48 horas en que el menor haya 

sido puesto a disposición del Consejo se dictará la resolución inicial y si el menor o 

su defensa solicitaran la ampliación del pla1.0 se podrá autorizar por 48 horas más 

únicamente, salvo este caso, ningún menor podni ser retenido por más de 48 horas 

si .no se encuentra justificado con la resolución inicial debidamente fundada y 

motivada. 
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El menor solo podrá permanecer en los centros de diagnóstico después que 

se dicte resolución definitiva cuando la conducta que se le atribuya al menor 

corresponda a ilícitos, que en las leyes penales no admitan libertad provisional bajo 

caución. 

En caso de que haya quedado acreditada la infracci6n del menor pasará a los 

ccntr0s de tratamiento in1emo y en este caso se le practicará el diagnóstico 

biopsfcosocial, que será la base para el dictamon del Comité Técnico 

Jnterdisciplinario. A las diligencias que se celebren ante el Consejo de Menores, 

deberán acudir, el menor, su defensor, el comisionado y las demás personas que 

deban ser examinadas o auxilien al Consejo (v.g. peritos), podrán estar presentes 

los representantes legales del menor o los encargados del menor, sin la presencia de 

olra persona, puesto que las diligencias no son públicas. Todas las actuaciones del 

procedimiento estarán apegadas a los requisitos establecidos en el Código de 

Procedimientos Penales. 

Cuando el Ministerio Público conozca de una averiguación previa en la que 

a un menor se le atribuya un ilfcito tipificado en las leyes penales, el menor tendrá 

que ser puesto de inmediato en las instalaciones de la Unidad Administrativa 

encargada de la prevención y tratamiento de menores, cuando se trate de conduetas 

no intencionales o culposas se deberá entregar al menor a sus representantes legales 

o encargados o y éstos tienen la obligación de presentar al menor ante el 

Comisionado cuando sea requerido, igualmente cuando se trate de conductas 

tipificadas en la ley penal que no merw:an pena privativa de libertad o que 

permitan sanción alternativa. 
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Después de que se haya emitido la resolución inicial de sujeción del menor al 

procedimiento quedará ahierta la instrucción, en la cual se practicará el diagnóstico 

y se emitirá un dictamen técnico, esta etapa no podrá durar más de quince días 

~les conwlos a partir del día siguiente a aquél en que se le haya notificado la 

r=lución inicio!, et defensor del menor y el Comisionado tendrán cinco día.• 

hábiles, a partir de la fecha en que surta sus efectos la notificación de la resolución 

inicial, para ofrecer pruebas y esto deherá ser por escrito. También el Consejero 

Unitario en ese mismo plaw podrá allegarse de pruebas y acordar la practica de las 

diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos. La audiencia de 

pruebas y alegatos se llevará a cabo dentro de los diez días hábiles, contados a 

partir de la conclusión del plazo para el ofrecimiento de pruebas, éstas serán 

desahogadas en un solo día, y solo cuando sea necesario se suspenderá a juicio del 

lnsttuctnr y se citará para su conclusión el siguiente día hábil, los alegatos deberán 

formular.;e por escrito y se le concederá a cada parte media hora para exponerlos. 

La resolución definitiva deberá emitirse dentro de los cinco días hábiles 

siguientes y su notificación se llevará a caho inmediatamente al menor, a sus 

representantes o encargados, al defensor del menor y al Comisionado. 

Referente a la valoración de pruebas la Ley de Menores contiene las 

siguientes reglas: 

Para la comprobación de los elementos de la infracción, en la fase inicial 

del procedimiento harán prueba plena: las actuaciones practicadas por el Ministerio 

Pu1>1ico y el Comisionado. La confesión del menor aceptando los hechos que se le 
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imputan, cuando sea recibida C.\1atldo ausente el defensor, está por s( sola, no 

producirá ningún efecto legal; los hechos firnmdos por un funcionario público y las 

actuaciones y diligencias practicadas por los órganos del consejo hacen prueba 

plena, queda a la apreciación del Consejero el valor que se les otorgue a las 

pruebas periciales y testimonial, así como los demás elementos de convicción. 

También la nueva ley regula el recurso por el cual el menor y su defensor o 

el Comisionado, pueden ioconformarse con la resolución del Consejero y así 

tenemos que: el recurso de apelación se podrá interponer en contra de las 

resoluciones inicial, definitiva y la que modifique o de por terminado el tratamiento 

interno del menor, éste será improcedente cuando quiénes tengan la facultad de 

hacerlo valer no lo interpongan dc'Tltro del término o se hubieren conformado con 

la resolución, o se hayan desistido, tampoco procede cuando quien lo haya hecho 

valer no este facultado para ello. Podrán interponer recurso de apelación, el 

<left:n~ur <ld ü.cilcr, le:; k:;ft!mos repre"cntantcs o encargados del menor o el 

Comisionado, haciéndolo por escrito dentro de los tres días posteriores al que surta 

efectos la resolución impugnada y será resucito dentro de los tres días siguientes a 

su admisión , si la resolución impugnada es la inicial y si se trata de la definitiva o 

la que modifica o da por terminado el tratamiento interno, serán cinco días 

En una sola audiencia se llevará a cabo la substanciación del recurso en la 

que se resolverá en un plaz.o de tres días Mbiles siguientes a la celebración de la 

audiencia, después de oír al Defensor y al Comisionado. La Sala Superior, suplir.! 

la deficiencia de los agravios cuando el que interponga el recurso sea el defensor, 
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los encargados del menor o sus legítimos representantes, este recurso se interpone 

ante el Consejero Unitario, quién remitirá los autos a la Sala Superior. 

La Sala Superior podrá determinar en la resolución respectiva y que pone fin 

a los recursos, el sobreseimiento, la confirmación o modificación de la resolución 

recurrida, la revocación para la reposición del procedimiento, la revocación lisa y 

llana de la resolución materia del recurso. 

En materia procesal la ley de menores alude a las figurds proccsale.~ tales 

como: 

- El sobreseimiento 

- Suspensión del procedimiento 

- Caducidad 

Sobreseimiento.- Es una forma irrevocable o condicionada de poner fin 

anticipadamente al proceso según Niceto Alcalá Zamora y Castillo afirma que el 

sobreseimiento es: "Una resolución judicial, en forma de auto que produce la 

suspensión indefinida del procedimiento penal, o pone fin al proce.~. impidiendo 

en ambos caso, mientras subsista, la apertura del plenario o que se pronuncie la 

Sentencia, agregando que en tanto que el sobreseimiento provisional pertenece a la 

paralización del procedimiento, el definitivo corresponde a la conclusión del 

proceso. 
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El sohreseimiento procederá por la muerte del menor, por padecer trastorno 

pcnnancntc, por caducidad. cuando la conducta del menor no constituya infracd6n, 

cuando se compruehc que al momento de cometer el ilícito el presunto infractor era 

mayor de edad, en este caso será puesto a disposición de la autoridad competente 

con las corua1ancias corrcspomlientes. 

Hahrá suspensión de procedimiento: cuando hayan transcurrido tres mese.\ de 

la radicación del asunto y no se haya localiz.ado al menor, cuando el menor se 

encuentre impedido física o psíquicamente y esto sea un impedimento para 

continuar el procedimiento: ésto procederá de oficio a petición del defensor o el 

Comisionado, y cuando la causa de suspensilin haya desaparecido se continuará con 

el procedimiento. 

Caducidad.· Es la acción y efecto de caducar, acabarse, extinguirse, perder 

su efecto o vigor, sea por falto de uso, por terminación de plazo u otro motivo, 

alguna ley, decreto, costumhrc, instrumento púhlico, etcétera. Cast;ín, menciona 

que la Institución llamada caducidad u decadencia de derechos tiene lugar cuando la 

ley o voluntad de los particulares scfialan un término fijo para la terminación de un 

derecho, de tal modo que transcurrido éste último no podrá ser ya ejercitado. 

En cuanto a la caducidad, la misma opera h:~jo las siguientes reglas: 

1.- A partir del momento en que se consuma la infracción si fuera 

inlitantánca. 
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2.- A partir del día en que se realí21I el último acto de ejecución o se omitilÍ 

la conducta dehida, si la infracción fuere en grado de tentativa. 

3.- Desde el d<a en que se rcaliZ<í la última conducta, !miándose de una 

infracción continua, y; 

4.- Desde la cesación de la consumación de la infracción permanente. 

Opera en un afio en el caso de que las medidas estén dirigida.' a la orientación 

o proiección del menor, para corregir su conducta; si el tratamiento previsto por 

esta ley fuera de externación se producirá en dos años; y, si se tratare de aquellas 

infracciones a las que deba aplicarse el tratamiento de internación, operará en el 

plaw que como mínimo se haya se~alado para aplicar las medidas de tratamiento, 

sin que en ningtln caso sea menor a tres años. En el supu~to d~ qu(> el infractor 

esté sujeto a tratamiento en internación o cxtcmaciOn, S\! n"'-cesitará tanto tiempo 

como el que hubiese faltado para cumplirlo, mas otro tanto equivalemc a la mitad 

de aquél, sin que en ningún caso sea menor de un año. 

Otros aspectos de relevancia que contempla la ley vigenie en materia de 

menores infractores es referente a las ordenes de presentación de los menores o de 

las personas que siendo mayores hayan cometido un hecho tipificado en la ley 

como delito durante su minoría de edad, para lo cual se solicitarán al Ministerio 

Público y éste siempre que exista denuncia hará su petición a la autoridad judicial, 

apoyado por declaración bajo protesta de persona digna de fe o por datos que 
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acrediten la probable participaci<ln del menor en los términos previstos por el 

artículo 16 de la Con.,lilución Polflica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Así como le relativo a exhortus, y para ello siempre que deba hacerse alguna 

solicitud la autoridad judicial parn el lihramicnto de un exhorto que se refiera a la 

presentación de un menor infractor ante el comisionado u el consejero unitario se 

deberán proporcionar los elementos previstos por el artículo 51 del Código de 

Procedimientos Penales. El exhorto contendrá: el pedimento del Ministerio 

Público, la resolución en la cual se haya pedido la prc<;entación, los dalos de 

identificación del menor y en su caso la rcsolucidn inicial del Consejo de Menores. 

En caso de que el infractor se hubiere trasladado al extranjero, se estarJ al 

articulo tercero de la Ley de Extradición Internacional y demás aplicables de las 

leyes y onlcnamientos respectivos. 

Por lo que se refiere a la reparación del año derivada de la comisión de una 

infracción por un menur, ésta puede solicitarla él afectado o sus representantes 

legale.,, corriendo traslado al defensor del menor en su caso y citando a las partes 

para la celebraci<ln de una audiencia de conciliación, misma que se llevará a cabo 

dentro de los cinco días siguientes: en caso de llegar a algún acuerdo éste se 

aprobará de plano y surtirá efectos como si se tratase de Título Ejecutivo, mismo 

que en caso de incumplimiento podrá ser denunciado y ejecutado como si se 

trntasc de cosa ju1.gada. De no exi~tir un acuerdo entre las partes al momento de 
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celebrar.;e dicha audiencia de conciliación, se dejarán a salvo los derechos del 

afectado. 

En otro orden de ideas, la ley publicada el martes 24 de diciemhrc de 1991, 

relativa al tratamiento Úé menores infractores prevé que, el Consejo a través de los 

órganos competentes determinará casuísticamentc las mct.lidas de orientación, 

protección y tratamiento, ya sea en internación o hicn extemo, la'i medidas para 

encausar la conducta del menor dentro de la normatividad y lograr su adaptacidn 

social. A fin de obtener el mencionado encau1.amiento, el Consejo emitirá un 

dictamen con base en los resultado.'\ de las invcstigacionc'i técnicas 

interdisciplinarias, la estructura hiopslcosocial del menor. Este diagnóstico tiene 

como finalidad el conocer la ctiotog.(a de la conducta infractora y determinar las 

medidas conducentes y mas apropiadas para obtener su adaptación. 

Los estudios antes mencionados deherán practicarse en un plazo no mayor de 

quince días hábiles contados a partir de que el Consejo Unitario así lo ordene o 

solicite. Ahora bien, en cuanto a las medidas de protección y orientación, éstas 

tienen como finalidad que el menor infractor, cuya infracción corresponda a ilícitos 

tipificados en las leyes penales no incurran en Jo futuro en una nueva infracción: l) 

Las medidas de orientación; 2) medidas de protección; y, 3) medidas de 

tratamiento extemo e interno: 

1.- Las medidas de orientación son las siguientes: 
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a) La amonestación, la cual consiste en Ja advencncia que los Consejeros 

dirigen al infractor, haciéndole ver la.• consecuencias de su conducta, indicándole 

que de acuerdo a la legislación para menores ha cometido una infracción . 

b) El apercihimiento, que es Ja recomendación que hacen los ronsejeros al 

menor para que é•1e cambie su conducta, en vinud de que e.hte el temor de que 

vuelva a cometer otras infracciones, indicándole que de darse la conducta serJ 

considerada reiterativa aplicándole una medida má.' rigurosa. 

c) La terapia ocupacional, orientada a actividades en hencticio de la sociedad, 

con un periodo de duración que será detenninado por los Consejeros, y deberá 

estar dentro del que fija la ley. 

d) La formación ética, educativa y cultun1L E~tas !IOn encaminadas a 

relacionar su conducta con los v:llores mornl~ y el ~provechamiento de su tiempo 

libre. 

e) La recreación y el deporte. 

2.- Las medidas de protección son: 

a) El arraigo familiar; consiste en entregar al menor a sus representantes 

legales o a sus encargados para su protección, orientación y cuidado, y se 

comprometerán a presentarlo al Consejo, cuantas veces sea necesario, sin que el 

menor pueda abandonar su residencia 
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b) El traslado al lugar donde se encuentra el domicilio familiar; en este caso 

se reintegra al menor a su hogar o aquél en que haya rccihido asistencia personal en 

forma permanente. Esta medida se llevará a cabo hajo vigilancia de la Unidad 

Administrativa encargada de la prevención y tratamiento de menores. 

c) La inducción para asistir a ifütituciones especializadas; Consiste en que el 

menor con el apoyo de su familia rcciha la atcnci1ln que requiera de acuerdo a la 

problemática que presente 

d) La prohibición de asistir a determinados lugares y conducir vehículos; el 

menor deberá de abstenerse de concunir a sitios que se consideren impropios para 

su adecuado desarrollo hipsícosocial, se impone al menor la obligación de 

abstenerse de conducir vehículos automotores. 

e) La aplicoción de los instrumentos, objetos y productos de la infracción en 

los términos que determine la legislación penal para los casos de comisión de 

delitos. 

Para cumplir adecuadamente las medida.' anteriores se harán del conocimiento 

de las autoridades competentes dándoscle a conocer las restricciones respectivas 

v.g. se dará el aviso a la Secretaría de Protección y Vialidad para que niege, 

cancele o suspenda el permiso de conducir. 

En caso de incumplimiento a lo señalado, se impondrán sanciones 

administrativas a los responsahles de la custodia del menor, y en su caso. se 



107 

aplicará la responsabilidad correspondiente conforme a lo di,l'uesto por la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

3.- Medidas de tratamiento externo e interno. 

Se entiem.lt: por lratami\!nto ta 3plicaci6n de ~i~temas o métodos 

especializados a partir del diagnóstico de personalidad para lograr la adaptación 

social del menor; este tratamiento deberá ser integral, secuencial, interdisciplinario 

y dirigido al menor con el apoyo de su familia, teniendo por objeto lograr la 

readaptación social, equilibrando '1" condicione' de vida, propiciando el desarrollo 

arm6nico útil y sano, fomentando la cstmcturncilin d:! \·atores, rcl'c•11:10do 

fomentando los lazos familiare~ y socialc.'i y acrcccntanllo el conc.:imiento y respeto 

de las normas morales, sociales y legales: es dcci1, ser.i integral llevando una 

evolución ordenada, con la participación técnica de diversas disciplinas, y con el 

apoyo de su familia. 

a) Tratamiento externo; podrá ser en el medio sociofamiliar del menor o en 

bogares sustitutos. El menor será entregado a sus padres, tutores o encargados o 

jeíe de familia del hogar sus!ituto, este tratamiento es la aplicación de medidas 

ordenadas en la resolución definitiva, que deberán consistir en la atención integral a 

cono, mediano y largo plazo. el tratamiento en hogares sustitutos consistirá en 

proporcionar al menor, el modelo de vida familiar y brindarle las condiciones 

mínimas necesarias que le favore1can a su desarrollo integral. Este tratamiento no 

excederá de un año, ni podrá suspenderse, aún cuando el menor cumpla la mayoría 
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de edad, sino ha.'1a que a juicio del Consejero Unitario, el menor haya logrado su 

readaptación social. 

h) El tratamiento interno se aplicara en aquellos casos en que el joven sea de 

alta inadaptación y plonóstico negativo, ~ le intentará en un estahtecimicnto 

especial para la aplicación de un tratamiento intensivo y prolongado, 

considerándose como características fundamentales la gravedad de la infracción 

cometida; la alta agresividad; la elevada posihilidad de reincidencia; las 

alteraciones importantes del componamiento previo a la comisión de la conducta 

infractora, la falta de apoyo familiar y el ambiente social criminógeno. 

Los centros de tratal'liento brindarán a los menores internos orientación ética 

y actividades, laborales, pedagógicas, formativas, culturales, terapéuticas y 

asistenciales, así como la seguridad y protección propias de un positivo ambiente 

familiar, este tratamiento scni lil.vrdi::: a h::~ C:!f2r!~r("tica" de tos menores interno. 

atendiendo a su edad, grado de dcsadaptación social, naturale111 y gravedad de la 

infracción. 

Sólo se podrá autori1ar la salida del menor cuando esté sujeto a tratamiento 

interno para la atención médica-hospitalaria; para la practica de estudios ordenados 

por la autoridad competente, o bien, cuando lo requiéran las autoridades judiciales. 

Este tratamiento interno no podrá exceder de cinco años, ni se suspenderá aún 

cuando el menor cumpla la mayoría de edad, sino hasta que a juicio del Consejero 

Unitario haya logrado su readaptación social y sin rebasar el Hmite previsto en la 

resolución respectiva. 
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A Jos trntamientos <1uc se hayan implantado se les dará seguimiento técnico 

por Ja Unidad Administrativa de Prevención y Tratamiento del Menor, teniendo 

una duración de sei'i'. meses, contados a panir de que concluya el mismo. 

Pllr último, cahc dC.litacar que la edad del menor se acreditará con el acta de 

nacimiento oficial y de no ser posihlc, por medio del dictamen médico, en caso de 

duda, se presumirá la minoría. 

Los medios de difusión se abstendrán de publicar Ja personalidad de los 

menores y Ja aplicación de las medidas de orientación, protección y tratamiento. 

En el caso de que en la comisión de los hechos previstos rx>r las leyes penales, las 

autoridades respectivas, intcrcamhiarán copias de las actuaciones. 

En ningún caso las autoridades encargadas de Ja aplicación de Ja.' medidas de 

protección, orientación y tratamiento. podrán modificar la naturaleza de las 

mismas, limitándnsc a rendir los informes conducentes a la evaluación prevista en 

la ley. 

En cuanto a la~ leyes aplicahlcs al procedimiento, notificaciones, 

impedimentos, ex.cusas y recusaciones seni supletorio e1 Código Federal de 

Procedimientos Penales. 
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4.3 POSTURA CRITICA DEL AUTOR. 

Quedo claro en el suhcapftulo 3.3, denominado "Postura Crítica del Autor" 

(referente a la derogada Ley de 1974) que en materia de menores infractores, el 

derecho a la Defensa consagrada en el artículo 20 Constitucional, no existía y que 

no fue, sino a partir de la "Declaración Universal de los Derechos del Niño" 

cuando después de ratificarlo el Ejecutivo el 26 de Enero de 1990, se plantea la 

necesidad de reformar integralmente la ley del menor infractor y es así, que a partir 

de mar7.0 de 1992 rige en nuestro pafs "La Ley para el Tratamiento t.le Menores 

Infractores", empero y luego del análisis que he llevado a cabo en este mismo 

capítulo de esta ley, cahc preguntar: ¡,ciertamente esta legislación cumple 

cabalmente con los presupuestos que exige el artículo 20 Constitucional, en 

materia de defensa? ¿se apega esta norma al documento internacional que sirvió de 

base para la reforma'/ ¿existen avances en la actual ley con relación a la derogada 

legislación de 1974'1. 

Para contestar estas interrogantes, que son la meúula de estt! trabajo, 

considero necesario remitirme de nueva cuenta a las conclusiones a tas que llegue 

en el cap(tulo 111 y las consideraciones vertidas al inicio del presente capítulo. 

Así, tenemos al confrontar la ley que crea el Consejo Tutelar en el año de 

1974, y la norma vigente, y tomando como parámetro el contenido del artículo 20 
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Constitucional, pre<epto que eslatuye que no puede haber un procedimiento penal 

sin la lnstitucil\n de la Defensa y que el imputado de una infracción penal, debe 

tener un defensor a partir del momento en que se le prive de la libertad. La función 

de la defensa esta encomendada por la Constitución a la defensoría, órgano 

dependiente del Poder Ejecutivo y cuya actividad cor.sh1c en reafirmar, la 

inocencia del acusado; para el cumplimiento de este objetivo se consagra la figura 

de la defensoría de oficio, De lo anterior se colige el carácter público de esta 

Institución, la que no varia su naturale1.a cuando el acusado nombra defensor 

particular o persona de su confianza. 

Defensa implica en su sentido amplio: 

a) Escuchar del acusado la versión del hecho que se considcm delictivo. 

b) Conocer el contenido de todas las constancias procesales a fin de conocer 

bien el he<ho punible y estar en posibilidad de refutar la acusación. 

e) Buscar las pruebas que reafirmen la inocencia dd ncusadn o al menos, le 

favorezcan en relación a la pena, para ofrecerla.' y desahogarlas ante el 

Organo Jurisdiccional. 

d) Solici~1f del Juez la libertad provisional, cuando proceda. 

e) Solicitar del Juez el au•ilio para el desahogo de las pruebas. 

1) Interponer los recurso~ procedentes. 
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g) Pedir al Organo Jurisdiccional la ahsolución o al menos desfavorable. 

h) Estar presente el defensor en todos los actos del procedimiento. 

Al concebir el Constituyente de 1917 de esta forma el concepto de defensa, es 

evidente su pensamiento, relativo a que en la impartición y en el desarrollo de la 

justicia, las funciones de defensa y acusación fuc.'\cn racionalmente eq11ilihradas y 

en consecuencia el espíritu del Constituyente a.'ipiró a una igualdad entre el Organo 

de Acusación y la Defensa, frente a la autoridad encargada de determinar en 

definitiva 

El Constituyente de Querétaro, a través de las distintas fracciones del artículo 

20 introdujo una serie de tras<endentes innovaciones en el sistema de 

enjuiciamiento penal, con la finalidad de tomarlo mas humano. 

Decía Carranza en su mensaje: • El procedimiento criminal en Mé<ico ha 

sido hasta hoy, con ligeras variantes, e<acuimentc el mismo que dejo implantado la 

dominación española, sin que haya llegado a templar en lo mas mínimo su dureza, 

pues esa parte de la legislación mexicana quedado enteramente atrasada, sin que 

nadie se haya preocupado en mejorarla. Diligencias secretas y procedimientos 

ocultos de que el reo no debía tener conocimiento, como si no se tratase en ello de 

su libertad o de su vida, restricciones del derecho de defensa impidiendo al mismo 

reo y a su defensor asi11tir a la recepción de pruchas en su contra, como~¡ '\C tratase 
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de actos indiferentes que de ninguna manera podrían afectarlo y. por último dejar 

la suerte de los reos casi siempre entregada n las maquinaciones fmudulcntas y 

dolosas de los escrihicntes, que por pasión o por vil interés altcrahan sus propias 

dcclaracioncs 1 las de los testigos que deponían en su contra, y aún de los que se 

presentaban a declarar en su favor·. •En virtud de la rcfonnas propuestas ·se dice 

en la nota explicativa de los derecho11 <lel puchlo mexicano+ quedará destruido para 

siempre el secreto con que se siguen los, procesos en todos los tribunales, 

privandosc así al acusado de los elementos para defenderse ampliamente. Si el 

acusador, sea la sociedad JXlT medio del Ministerio Público. o un particular, tiene 

la libcnad completa para acumular todos los datos que haya contra el acusado, es la 

mayor incquidad que a este se le pongan trnhas para su defensa, cuando ya la 

privación de su lihenad le coloca en una situación muy desventajosa respecto de la 

parte acusadora•. 

La transcripción anterior, representa en mi opinión, el sentir anejo del puehlo 

mexicano, es decir, la necesidad de instrumentar un verdadero procedimiento. 

donde a la persona que se le instruye una causa, por que se le atrihuyc la comisión 

de un hecho sancionado penalmenle y lo que implica al fon y al caho la perdida de 

uno de los valores mas importanles del hombre, que sin duda después de la vida, 

es la libcnad; se a tratado con verdadera justicia, que sea sujeto en el 

enjuiciamiento y no como simple objeto. Ohscrvada desde este punto de vista, la 

Institución de la defensa adquiere valor y tralo humano para el acusado, quién 

como ya magistralmente lo vislumbró Carranza: "la privación de su libcnad Je 

coloca en una situación muy desventajosa, respecto de la pane acusadora". 
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Por ende, C.li evidente que para lograr el ohjctivo propuesto por el 

Constituyente de 1917, se instaura como característica del procedimiento la 

publicidad para tod:ts las diligencias del mismo y no sólo del proceso; la oralidad y 

la contradicción. 

La publicidad tiene los siguientes pre;11puestos: Que el acusado conozca el 

nombre de su acusador, la naturale1.a y causa de la acusación para que este en 

posibilidad de contestar el cargo; que se le reciban toda:; las pruebas que ofrez~a y 

en caso necesario se le auxilie en el de."1hogo; a ser careado con los testigos que 

depongan en su contra quedando prohibido el que se le deje incomunicado; abarca 

también el derecho a no declar.ir en su contra. 

La característica de la oralidad reside en que los sujetos que intervienen en el 

procedimiento y el Juez, cuenten con la posibilidad de conocer las declaraciones en 

el lenguaje propio de los declarantes, ya que si esta fuera en forma escrita tendría 

alteraciones; la forma oral facilita el conocimiento de la verdad, dado que este 

cuenta con aspectos psíquicos, que no se encuentran en la forma escrita. 

Es contradictorio ya que la defensa debe actuar desde el momento en que el 

acusado es aprehendido. 

A partir de lo anterior es evidente que la derogada ley para menores, burlaba 

el contenido y la esencia del artículo 20 Constitucional. 
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1.- En tanto que la ley de 1974 por su carácter "protector" nn daba 

posibilidml de que et menor pudiese defenderse por sf o nombrando a un defensor o 

persona de su confian1..a, para que lo asi~tiera dumntc del curso de la instrucción, 

en franca contravención a lo dispuesto pur la fracción IX del artículo 20 

Constitucional, que estatuye e~ta garantía para el procesado, sin distinguir entre 

adulto o ml.!nor infractor, dado que esa ley solo considcraha la figura del Promotor. 

como encargado de "velar" por los intereses del menor; en rontraposición a ello y 

ajustándose a la Dcclaracil5n Uni\'crsal de los derechos del Niño, el Legislador en 

la ley vigente, en su artkulo 36 fracción lll. consagra el derc'Cho que tiene et 

menor al nombrar defensor o persona de su confiam.a, hecho que implica un real 

derecho a la <leícn~. debido <¡uc. al considcrnrse como rartc en el proceso, la 

figura del defensor, éste cumple con su funcü\n y cometido, es decir, allegarse de 

todas las pruebas que le sean necesarias y que crea convenientes para cumplir con 

su encargo, es decir, la verdadera defensa, sin importar la culpahilidad del sujeto, 

lo cual no ocurría antiguamente, dado que el Promotor era el que se encargaba de 

aportar toe.las las prucht1s que él cstimaha t1dccuad•l'i, sin considerar la opinilÍn <ld 

menor. ya que su finalidad residía en coadyuvar con el Consejero para lograr la 

"readaptación" del menor, el que linalmcntc no interesaba si cometía la infracción, 

sino la búsqueda de la proteccilln del menor. 

2.- Por otra parte, y respecto al derecho a disfrutar del beneficio de la 

libertad cauciona!, consagrada en el artículo 20 fracción 1 de nuestra Carta Magna, 

si nos remitimos a la ley de 1974, advertiremos que durante la vigencia de ese 

ordenamiento no se contemplaba la posihilidad del goce de esta gar.intía, en 

cambio, la actual legislación categóricamente estatuye en su numeral 20 fracción 111 

y 46 párrafos segundo y tercero que: "se entregarJ al menor a sus representantes 

legales o encargados, cuando en la resolución inkial se declare que nó ha lugar a 
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proceder o bien, si se trata de infracciones imprudencialcs o que corrc,¡pondan a 

illcilos que en las leyes penales admitan la libenad provisional bajo caución. En 

estos dos últimos casos, se continuará el procedimiento en lodas sus etapas 

quedando ohligados los representantes legales o encargados a prc."cntar al menor. 

en los términos que lo scílale el Consejo Unitario, cuando para ello sean 

requeridos. así como a otorgar las garantías que al efecto se scflalcn". De lo 

anterior se deduce el gran avance que en este tópico reglamentó el Legislador, en la 

ley que nos rige, pues atendiendo al espíritu del Cnnslituyente de 1917. dado que al 

inicio de la instrucción suhsistc la presunción de inl>ccncia, postulado de tipo 

universal, solo en delitos graves debe haber lugar a internamiento hasta et rano 
definitivo. pero en infrnccioncs leves o no graves, no encuentro la raz,~n para que 

el menor quedara sujeto a internamiento; por ende, como ya señale, es plausible Ja 

reforma de es1e aspecto. 

3. - Por lo que se refiere al derecho de no dcclarnr en su contra, garantía 

prevista en la fracción lll del anfculo 20 del Pacto Federal, al confrontar cou Id 

leyes materia de este análisis, es incgablc que el contenido del anlculu 35 lle la 

derogada ley, burlaba en perjuicio del menor esta garantía; cienamente, basta leer 

el texto para observar que mi afirmación no es aventurada. Si tomamos en 

consideración que el citado numcr.i.1. rezaba: wal ser prc\ienrndo el menor, el 

Consejero Instructor lle Turno procederá, sin demora, c~cuchando al menor en 

presencia del Promotor, a cstahlccer en forma sumaria las causas de su ingreso y 

las circunstancias personales del sujeto, con el propósito de acreditar los hechos y 

la conducta atribuida al menor"; de lo anterior se observa, que durante la vigencia 

de la derogada ley no se le hacía sabedor del derecho a no declararse culpable, lo 

que resultaba lógico atendiendo al espíritu inquisitivo de ese ordenamiento, y en 

contraposicil~n a esto, encontramos que en la actual ley, cspcdticamcntc en su 



117 

artículo 36 fracci1ín V, cun,.,.gra que: "se le harJ saher al menor su derecho a nn 

declarar". rnr lo que en c'tas condiciones, salta a la vista los beneficios que esta 

ley trae consigo rarn el menor. 

4.- Una de la' garantía~ que estahlcce la Constitución, en la fracciiin 11 del 

artí~ulu 20. es qui.! ..;e had 1..ahcr en audiencia ptíhlica d 1mmhrc del acusador. la 

naturalclil y causa Je la acu~acilln. In cual en la ley de 197.t se contrnpon<a a este 

derecho, lJ.UC nuestra Carta Magna otorga a todo dtu.!adano, dado que la derogada 

ley. contemp1aha <.'n 'iU anírnlo 28 qul': "no ~l!' permitir;.\ el aci.:cso al púhlico a las 

diligencias que se celebren ante el Instructor, la Sala o el Pleno del Consejo". Por 

su parte la nueva ley contempla en el artú.:ulo 41 que "no líe permitirá el acceso al 

pUb1ico a las diligencias que se cclchrcn ante el Organo del Consejo de Menores". 

La a<.:tual ley al limitar a que o.;ólo podrán coni.:urrir el menor. su defensor, el 

Comisionado y las demás personas 4uc vayan a !'ier examinadas o auxilien al 

Consejo, representa una viuladLln al derecho que tiene el menor <le ser juzgado en 

una audiencia púl.li..:a, ya que b misnrn irnplka transparenda en las actuaciones, 

pero la privaciJad consagrada en 13 ley anterior, no fue superada en la legislación 

vigente. 

5.- Referente a que como contemplan las fracciones IV, V y VII de la Carta 

Magna, en cuanto a que el acusado será careado con los testigos que depongan en 

-'º contra, se le rccihirán los testigos y demás pruebas que ofrezca y que le !'len.in 

facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso, 

tenemos 4uc la <lcroballa h.!y hacia rn.\o onli.\ll de c~tos llcrcchm. por qul! el 

ln!>tructor era el que escuchaba a los testigo:-. los que en ningún momento eran 

careado~ con el menur. adcmá~. tamhiCn se cnL·:irgaha <le reunir elementos 

bastantes. a su juicio. para la rc'.'.oludlin de la Sala. pr.tcticán<losc las pruebas cuyo 
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desahogo era a al arbitrio de C!<ita, y en ningún momento \C le foc11ítaha ninglin dato 

para su defensa, en virtud de que, como lo manifrsté antcriurmcntc, el menor en 

ningún momento podía dctCndcrsc, en contraste con lo 4uc la ley vigente cstahlccc 

en la fracción VII de su artículo 36, referente a que el menor será carcaJn con la 

persona o personas que hayan dcclarm.lo en \U 1..:ontra. y en la fral·ción VI del 

mismo ordenamiento. queda de manifiesto 4uc \C le rccihir;.ín tollos lo:-. testimnnio"i 

y pruebas que ofretca y que tengan rclm.:illn con el asunto, aux1ham..losck.· para 

obtener la comparecencia de los testigos y para rccahar tm.lo\ aquello\ elcmcnto"i de 

convicción que se estimen O<..'Ccsarins para el L"ahal c..,dmc1.:i111icnw de loi.. hcchn".i, 

por lo que en esas condiciones. se observa que la nueva ley aporta grande.' 

beneficios a los menores, en las cuestiones antes mencionadas, por que con cstns 

avances se da al menor la scguriJ"d de poder defenderse, lo 4ue en antaño no 

ocurría. 

Otro gran avance en la legislaci<ln actual lo representa sin duda, el haber 

limitado la actuación e intervención del Consejo Tutelar, al único caso de que, sólo 

conocerá respecto de los actos u omi."iiones de menores de 18 años que se 

encuentren tipificados en la leyes penales, derogando así las nefastas hip<ltcsis que 

contcnfa el articulo segundo de la ley de 1974, consistente en la intervención del 

Consejo, que ampliaba sus facultades, no solo en los casos que el menor infringiese 

las normas penales, sino cuando violase los reglamentos de policía y hucn gobierno 

o bien que manifestase otra forma de conducta que hiciera presumir, 

fundamentalmente una inclinad6n a causa da11os, a sí mismo. a su familia o a la 

sociedad. Estos dos últimos casos ya lUeron tratado.'\ en el artículo tcrccm <le c."itc 

capítulo y que sólo a mancrn de recordatorio prccbarc que: 
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1.- Cuando infringlan las leyes penales.- En este ca.'° no hay duda que el 

menor que priva de la vida, •e apodera de cosas ajenas (muebles), obtiene cópula 

por medio de violencia física o moral, el Estado tiene que intervenir en estas 

conductas que revisten relevancia penal parn lograr la convivencia social. 

2.- Cuando infringlan el Reglamento de Policía y Buen Gobierno.- V.G. 

Formar parte de grupos que causaran molestias en lugares públicos o por la 

proximidad de los domicilios, que escandalicen borren r alteren los números con 

que están marcada'i las casas. Conductas similares a las anteriores que, en 

tratándose <le adultos, se sancionaban y sancionan como faltas administrativas y 

conocen de ellas los Jueces calificadores, son tratadas en forma diferente cuando 

intervcnla un menor ya que a éste no se le ~ndonaba por medio de una multa1 

sino por el contrario, intervenla el Consejo Tutelar a quien no le importaba la 'falla 

de la conducta', sino que, lo que le interesaba era conocer la personalidad del 

menor por medio de los estudios de personalidad que se practicaban en el Centro 

de Observación y si el Consejero opinau• que el menor requería de un tratamiento 

en un centro asistencial cerrado 1 quedaba sujeto a un internamiento. 

En el caso de la tercera hipótesis, "que el menor manifestara otra forma de 

conducta que hiciere presumir ... •. Esta era atentatoria al principio reconocido 

universalmente de 'Nullum Crimen Nulla Poene, . Sine Lege", pues en esta 

hipótesis no existía conducta con lo que se violaba el artículo 14 Constitucional, al 

aplicarse una medida (sanción) al menor, sin haber realizado una conducta tlpíca, 

previamente descrita. 
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En consecuencia, al eliminarse esta hir<ltc.,is, la actual ley de menores 

cumple con los prc.,upue.'1os de seguridad jurídica, al aholir las facultades 

discrecionales que con antelacil~n tenía el Consejero. la reforma en este sentido 

representa un verdadero avance y sus directrices en este aspecto se dirigen a la 

postura jurídica, al definir única y exclusivamente al menor infractor como aqu~I 

que infrinja Ja nonna penal, y así nos alejamos poco a JllKLl ÚI.! con~cptos 

criminológico -en tomo al menor- que resultaban atentatorios a los derecho 

elementales del hombre. 

No obstante de que -en mi opinitln- la actual ley resulta mas hen~fica para el 

menor pues se le concede el derecho a la defensa en aspectos relevantes y que se 

limita a la actuación del Consejo única y exclusivamente a los casos en que el 

menor infrinja la ley penal, considero que esta ley adolece de un punto medular que 

no se pudo o no se quizó atender, y que en definitiva inside en el derecho ala 

defensa, me refiero concretamente a desatender que por mandato expreso del 

artículo 21 Constitucional, la única autoridad facultada para la imposición de penas 

es la autoridad judicial, y si como ya dijimos, no puede burlarse este principio, por 

el sólo hecho de cambiar los vocablos "pena" por "medida". Insistí en el capitulo 

tercero, que una de las co1U1otaciones depende de presupuestos teóricos, de las 

llamadas "tcorfas de las penas", pero ambas implican privaci<ln de lihertad; que en 

tanto que para los partidarios de la Teorfa Absoluta de la Pena, la privación carece 

de contenido y su finalidad es la retribución, es decir, de volver mal P<lf mal; para 

los seguidores de la Teorfa de la Prevención Especial que reclta1.áron ese supuesto, 

encaminando sus esfuer1.os para dotar a la pena -a la que denominaron sanción- de 

un fin representado, P<Jr sociali1.ar y reeducar al delincuente, y asf fueron los 

sustentadores de esta teoría, los que suh<lividcn la sanción. en sanción privativa de 
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la lihcrtad propiamente dicho para imputahles; y medidas de seguridad para 

inimputahlL>S (mcnorc.\ u pa1a ~ujclO.\ que por tra1.;tornos mentales no estuviesen en 

posihilidad de dirigir sus actos); por ende, sanci<\n, medida de seguridad o pena. 

por llevar implícita la privacilin de la libertad, sülo puede ser impuesta por el 

Organo Judicial, no por la autoridad administrativa, en consecuencia el Consejo de 

Menores, no esta facultado Cnnstitueionalmcntc para imponer sanciones aún 

cuando se burle el contenido del artículo 21 Constitucional, al denominársclc 

medidas, a ... pccto que al no haber 11ido con\idcrndo por d legislador de 1992, no 

hubo avance en éste aspecto, frente a la derogada ley de 1974. 

f'inalmcntc, el hecho de que el Consejo de Menores sea una Institución 

dependiente del Ejecutivo, apareja no sülo su inconstitucionalidad para la 

imposichln de sanciones, también rompe L'lm el principio de división de poderes. 

En cfü:to, como ya lo tr.:.te en e! c~pftuli.' krl"ern (le~ r..;tc trahftjo. como uno de los 

máximos logros de la Revolución Fr:mcc~a. estuvo el dcsconccntrar el poder 

absoluto de la Monarquía en tres poderes independientes y autónomos: Poder 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial. ellos para evita los ahusos y el dc~-pothimu. que 

hasta antes de la Rcvoluci()O Francesa regía; a partir de entonce~. todo país 

democrático y representativo atiende a este principio, el cual no sólo, se limita al 

aspecto político de un País. ello aharca, a toda' y cada una de las funciones 

estatales, asf tenemos, que en lo que ~e relaciona a ta función punitiva del Estado. 

este principio ~e aplica de la siguiente fonna: 

Poder Lcgislatívo.- Encargado de clahorar las normas penales. procesales, 

etcétera. 
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Poder Judicial.- En el reside la facultad de aplicar la norma crc;n~1 por el 

Lc~islativo. 

Poder Ejecutivo.- El que lleva a cabo la cjecuci1\n de la pena aplkando el 

tratamiento adecuado para lograr la resoeializaci1\n y rcadaptachln del delincuente. 

En et aspecto procesal tamhién se ohscrva este principio al delimitar la 

función de la autoridad jurisdiccional y el órgano acu'3dor. a la primera le compete 

ta imposkión de penas: al sc-gundo la pcr.sccuc1ün e invc~tigacil~n i.le tos delitos. En 

nuestro País la primera funci1\n la lleva a cabo el Juez (dependiente del Poder 

Judicial): en tanto que la acusacil~n la rcali1.a el Ministerio Ptihlico (t~rgano 

nombrado por el Ejecutivo): y ello tiene como finalidad. que a toda persona que se 

le impute un hecho catalogado como delito. en el ordenamiento punitivo ~ca 

juzgado por una autoridad imparcial l! indc¡~ndicntc de quien lo acusa; es cierto 

que la actual ley de mcnmcs contempla la figura del Consejero Unitario, que 

equivale ...:n materia de adultos- al Jue1.: y el Comisinnado a sem(!jan1.a del 

Ministerio Púhlko: empero este deslinde de funcione~. es una apariencia. pues 

recuérdese que el Consejero y el Comisionado dependen de un mismo~ 01 ganismo, 

es decir, el Consejo de Menores, que además es una autoridad dependiente del 

Ejccutin1, ¡x1r conJucto Je la Sccrctarfa Je Gohcrnacil~n. luego cntonce'i el fin de 

que al menor a quién se le atribuye un hcL'.ho descrito como delito, en una ley 

penal. se le instruya proceso y se le aplique una medida -sanción- por un órgano 

imparcial e indepemlicnte de quién lu acusa. nu !'IC cumple. y ello en definitiva, ~en 

mi concepto- burla el derecho a la 1.kfcn~. al ~oíll.:cntrarsc las funciones de 

decisión y acusación en un solo organismo, por ello hasta en tanto no !-.C reforme 



123 

los dos últimos 3'-pcctos que he analiwdo en cste capnulo, el menor no goza de un 

real tlerc.:ho a la defensa. 
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CONCLUSIONES 

1.- No obstante de la celebración de diferentes congresos 

internacionales de enterados en la materia. antes del año de 1985 existía 

disparidad de posiciones para definir el concepto de delincuencia juvenil. 

2.· De los diversos congresos a nivel mundial se ponen de manifiesto 

dos posiciones teóricas para definir el concepto de delincuencia juvenil, 

criminológica y jurídica. 

3.· La posición criminológica conccptua1i1.a el vocahlo de delincuencia 

juvenil en sentido amplio: "el delincuente juvenil no es sólo aquél que 

infringe las leyes penales, sino tamhién es aquél que realiza conductas o 

actividades que dcsarro11a el menor en intcrclación con su medio amhiente y 

que al llevarlas a cabo, puede lesionar los principios de convivencia social. 

4.- Desde el punto de vista jurídico, en sentido estricto. la palahra 

delincuencia juvenil concihc las comluctas o actividades de menores que se 

adccúan a una conducta que la ley penal describe como delito, excluyendo 
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todo tipo de manifestaciones por las que no se procedería en contra de un 

adulto. 

5.- Rechazó la posición criminológica, ya que la intervención del ""1ado 

no esta justificada en los llamados "estados de peligro" que son atentatorios al 

principio "Nullum Crimen, Nulla Poene Sine Lcgc•, al imponerse una 

medida por una conducta que no esta sancionada por la ley penal. 

6.- Me adhiero a la postura jurídica, ya que s<ilo debe denominarse 

"delincuente juvenil" al menor que llevo a cabo una conducL• con relevancia 

penal, descrita previamente por el ordenamiento punitivo. y la medida que 

imponga el es1ado debe ser proporcional a la gravedad del acto cometido. 

7.- La garantla de defensa es una Institución en nuesuo País, 

consagrada en el articulo 20 Constitucional, la cual representa una garantla 

individual donde se conc.:Jc al awsado de un ddito. nombrar un defensor. 

8.- La defensa tiene como fin, que al aplicarse una norma objetiva, a un 

caso particular. el acusado a travé't de ~u dcfcm.or, pueda realizar un conjunto 

de actos procedimentales orientados a la ohtenciiín de una declaración 

judicial, de inocencia o a la atenuación de una pena, se U-dta asf de una 

Institución que pretende esclarecer una situación incierta o controvertida. 
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9.- El dere<:ho a la defensa implica no sólo nomhrnr a un delcnsor, sino 

a ser oído y vencido en juicio, ofrecer pruebas, a ser juzgado por órganos 

imparciales a ser careado con quiénes deponen en su contra, la defensa es en 

consecuencia el derecho a probar que la resolución de la autoridad es errónea 

e insuficiente. 

La defensa da la posibilidad de recurrir las resoluciones. 

IO. - El 2 de agosto de 1974 se publico en el Diario Oficial de la 

Federación, el decreto que dio a conocer la "Ley que crea Consejos Tutelares 

para Menores Infractores del Distrito Fcdernl" y entró en vigor treinta días 

después a su publicación, ordenamiento que derogo los anículos 119, 121 y 

122 del Código Penal para el Distrito Fcdcrnl en materia común y para toda 

la República en materia Fcderale. 

11. - Los redactores del proyecto: licenciada Victoria A dato de lharrn, 

doctor Sergio García Ramfrez y el doctor Solís Quiroga, enarbolaron como 

base del proyecto, que en materia de menores debe romperse con la 

respuesta emocional contra el delito, denominada pena y en su lugar 

atendiendo a las características personales y sociales del menor, la aplicación 

de medidas educativas y curativas de protección y tutela para el menor. 
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12.- La ley de 1974 parte de rnnceptos criminológicos y adopto el 

sentido amplio de delincuencia juvenil al dar facultadc' de intervención al 

Consejo Tutelar, no sólo en los caS<1' de 11uc el menor infringiera las normas 

penales, sino también cuando un menor de 18 años violara el reglamento de 

policía y buen gobierno o cuando e<te manifestara otra forma de conducta que 

hiciere presumir fundadamcntr a caus.ir daños a sí mismo a su familia y a la 

sociedad. 

13.- La Ley de menores de 1974, tenía un carácter tutelar y sostenía los 

siguientes principios: carácter tutelar, principios de protección inmediatez, 

privacidad, celeridad, concentración, no formulismos, ni formalismos. 

14.-EI Consejo TutelAr rn 1974 no contaba con la figura del defensor, 

pues se sostuvo que como no intervenía el Ministerio Público no era 

indispensable la intervención de la defensa y que no existiern contradicción en 

el juicio. ni equilibrio procesal obedecía a que el instructor o Con1ejero como 

ln<titución prutcctora hacía las veces de defensor. 

15.- El proceso ante el Consejo era sumario y para ello se estableció un 

Tribunal o Consejo Tutela para menores de carácter administrativo, el 

procedimiento era oral. quedando !i.6lo constancias escritas de lo esencial. el 

Consejero podía actuar de oficio, siempre, dentro de una libertad de 

apreciación, tenía una función proteciora, tambiCn su función se consideraba 
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autónoma, era persuasiva hacia el cambio voluntario de la conducta del 

menor, su intervenci6n era gratuita. 

16.- El fundamento que motivo la derogada ley, residió en que el 

menor no era sujeto de Derecho Penal, dado que éste era exclusivamente para 

los adultos en vinud de que el menor infractor requcrfa de un derecho o 

régimen especial se postuló que la reacción del Estado era benéfica y 

protectora. 

17.- La intervención del Consejo Tutelar en 1974, era atentador al 

principio de seguridad jurfdica al imponer una medida sin conducta descrita 

plenamente como delito. 

18.- El procedimiento que se seguía a los menores en la vigencia de la 

ley de 1974, se caracterizó por la ausencia de garantfa.,, entruni1.an<lo el 

sistema inquisitivo. rompió el principio de división de poderes al concentrar 

las funciones en un sólo órgano, dependiente del Ejecutivo por conducto <le la 

Secretarla de Gobernación, por ende, el menor no era juzgado por un órgano 

imparcial, e independiente, pues la función de defensa acusación y decisión se 

concentraban en una sola autoridad denominada Consejo Tutelar. 
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19.- El régimen de menores infractores de 1974 distó de los objetivos 

que propusieron los aurorcs del proyecto, -entre otros aspectos- por que eran 

sometidos a medidas indeterminadas. que al aplicarse no rc.'Jl!lndían a la 

gravedad de la infracción, sino a In personalidad del menor. 

20.- El Consejo Tutelar no esta legitimado por la Constitución para 

imponer pena'i que aún cuando en materia de menores. se les denomina 

"medidas" implica privación de libertad; y la única autoridad facultada para 

la imposición de penas es la judicial, carácter que no tiene el Consejo 

Tutelar. 

21.- El cambiar el término "pena" por el de "medida de seguridad", 

corresponde exclusivamente a posiciones ideológicas, enmarcadas en la 

Teoría de la Pena: llamese pena propiamcnie dicha, para la Teoría Absolula: 

sanción, para la Teoría de In Prevención Especial, con su consecuente 

subdivisión en la que se ubica las medida.< de seguridad para inimputables. 

No obstante, al tratar d reconciliar amhas posturas. se le asigna un contenido 

educativo. 

22.- La ley de 1974, fue violatoria del Oerecho a la defensa del menor, 

por su carác!er de proceso inquisitivo, por la concentración de todas la< 

funciones en una autoridad administrativa; por la falta de imparcialidad; por 

que la figura del Promotor no estaba definida propiamente como defensor; la 
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falta de equilibrio procesal: por negársele el derecho de nombrar defensor o 

persona de su confianz.a, que lo a<istiera en el curso del procedimiento; sin 

posibilidad de gozar de la libcnad cauciona!. 

23.- La actual "Ley de Tratamiento de Menores Infractores para el 

Distrito Federal y para toda Ja República en materia Federal", tiene como 

finalidad reglamentar las funciones del Estado en la protección de los 

derechos de los menores, a<f como la adaptación social de aquellos cuya 

conducta se encuentra tipificada en las leyes penales. 

24.- La nueva ley tiene como sustento diversos documentos 

internacionales en materia de menores infractores como los son: la 

compilación de documentos de la Organización de las Naciones Unida<, así 

como algunas orientaciones producto de la Convención de los Derechos del 

Niño, adoptada en la ciudad de Nueva York el 20 de noviembre de 1989. 

25.- La Convención de los Derechos del Niño, cuyo contenido alcanzó 

el carácter de Derecho Obligatorio en términos del artículo 133 de nuestra 

Carta Magna, recoge las ratificaciones de los tres documentos mencionados, 

en el sentido de que Jos menores deben ser tratados con mayor consideración 

y que deben goi.ar de todas las garantía< y derechos que disfrutan los adultos. 
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26. En materia procesal, la actual ley de Menores Infractores alude a 

las ciertas figuras procesales tales como: el sobreseimiento, la suspensión del 

procedimiento y la caducidad. 

27 .• La ley que rige en materia de menores en la actualidad, prevé que 

el Consejo, a través de los órganos competentes determinara casuísticamente 

las medidas de orientación, protección y tratamiento ya sea este en 

internación o bien externo, que fueren necesarias para encauzar la conducta 

del menor dentro de la normatividad y lograr su adaptación. 

28.- Las medidas de orientación que establece el nuevo ordenamiento 

son: amonestación, apercibimiento, terapia ocupacional, formación ética y 

~m.:ali\ia, rc:.x:read6n y dqxutc. 

29. - La actual L.cy consagra el derecho que tiene el menor de nombrar 

un defensor o persona de su confianza que lo asista en las diligencias del 

procedimiento, hecho que implica un real derecho a la defensa, lo que no 

acontecía en la derogada Ley. 

30. La L.cy que rige en materia de menores estatuye categóricamente el 

derecho de los menores a la libertad provisional bajo caución, lo cual pone de 
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manifiesto el gran avance que en este tópico reglamento el legislador, 

atendiendo al espíritu del Constituyente de 1917. 

31.- Otro de los beneficios que aporta la actual legislación en materia 

de menores es que se le hará saber al menor •11 derecho a no declarar. 

32. - Se viola el derecho que tiene el menor a ser juzgado en audiencia 

pu1llica ya que la Ley actual, limita a que sólo, podrán concurrir el menor, su 

Defensor, el Comisionado y las demils personas que vayan a ser examinadas 

o auxilien al Consejo. 

33.- Se! pune: de manifiesto un gr.'.!ll JV!!nce en lo referente a que el 

menor será careado con la persona o pcrson:L• <¡ue hayan declarado en su 

contra, se le recibirán todos los testimonios y pruebas que ofrezca y que 

tengan relación con el asunto, se le auxiliará para obtener la comparc'Ccncia 

de los testigos y para recabar todos aquellos elementos de convicción que se 

estimen necesarios para el cabal esclarecimiento de los hechos, lo que en 

antaño no ocurría. 

34.- Otro gran avance en la legislación actual es el haber limitado la 

actuación e intervención del Consejo ya que en el único caso que podrá 
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intervenir será respecto de los actos u omisiones de menores de 18 ailos que 

se encuentren tipificados en las leyes penales. 

35.- En la actual 1-"Y no se da la división de poderes ya que el 

Consejero y el Comisionado dependen de un mismo organismo, es decir. el 

Consejo de Menores, que es una autoridad del Poder Ejecutivo por conducto 

de la Secretaría de Gobernación, por lo tanto, se viola lo dispuesto por el 

artículo 21 Constitucional. 
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